VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 16 DE ENERO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 10 minutos del día 16 de enero del 2013, con fundamento en lo establecido en el Artículo 41, tercer párrafo del Reglamento de Sesiones, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Segunda Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cinco comisionados ciudadanos, existiendo el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Primera Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 10 de enero de 2013. 

IV.    
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la modificación al Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a Recursos de Revisión, Revocación, Recursación y Denuncias interpuestas ante este Instituto.

V. 
Presentación del Informe del Ejercicio del Derecho de Acceso a la Información Pública en el Distrito Federal, correspondiente al Ejercicio Fiscal 2012. 

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de un Proyecto de Resolución de Recurso de Revisión interpuesto ante el InfoDF, en materia de solicitud de acceso a datos personales.

VII.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 26 proyectos de resolución de recurso de revisión interpuesto ante el InfoDF, en materia de solicitud de acceso a la información.

VIII.
Asuntos generales, en el que se encuentra el informe de comisiones de los comisionados ciudadanos, correspondiente al 4° trimestre de 2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados esta Orden del Día.

Si no hay ninguna observación a la misma. Aquellos que estén de acuerdo con esta Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Segunda Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Primera Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el pasado 10 de enero del 2013. 

Señores comisionados, queda a su consideración el proyecto de esta acta. 

Si no hay ninguna observación a la misma, además de las que ya se han hecho llegar a la Secretaría Técnica. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto de esta acta, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Acta de la Primera Sesión Ordinaria de este Pleno, correspondiente al 10 de enero de 2013. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba la modificación al Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a Recursos de Revisión, Revocación, Recursacion y Denuncias interpuestos ante nuestro Instituto.

Por lo cual, solicito, con la aprobación de este Pleno, para que la Doctora Gabriela Inés Montes, Directora de Datos Personales nos pueda exponer el presente acuerdo.

C. GABRIELA INÉS MONTES MÁRQUEZ.- Buenos días señores comisionados.

Se presenta a su consideración el acuerdo mediante el cual se aprueba la modificación al Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a Recursos de Revisión, Revocación, Recursación y Denuncias interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Considerando que el 16 de diciembre del 2011 en el número 1247 de la Gaceta Oficial del Distrito Federal fueron publicadas diversas modificaciones y adiciones hechas al procedimiento para la atención de las denuncias de un posible incumplimiento a las obligaciones de oficio establecidas en el capítulo 2 del título primero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, las cuales fueron aprobadas por el Pleno de este Instituto, mediante el Acuerdo 1403/SE/15-11 del 2011.

Que derivado de diversas modificaciones se denominó al procedimiento para atención a denuncias de un posible incumplimiento a las disposiciones establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Asimismo, el 16 de diciembre del 2011 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal fue publicado el procedimiento para la atención de las denuncias de un posible incumplimiento a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, el cual fue aprobado por el Pleno de este Instituto, mediante Acuerdo 1404/SE/15-11/2011 de fecha 15 de noviembre del 2011.

Que mediante Acuerdo 0426/SO/25-04 del 2012 del 25 de abril del 2012, el Pleno de este Instituto aprobó diversas modificaciones al Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a los Recursos de Revisión, Revocación, Recursación y Denuncias por presuntas infracciones a las obligaciones de oficio interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública, entre las que se encuentran la de denominación, finalidad y de normatividad aplicable.

Que mediante Acuerdo 1385/SO/19-12 del 2012 se aprobó el procedimiento para determinar el probable incumplimiento a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal y se abrogó el correspondiente al Acuerdo 1404/SE/15-11 del 2011, mismo que se encuentra referido previamente en el numeral 16 del acuerdo que se somete a su consideración.

Derivado de lo anterior, se estima conveniente modificar y adicionar diversos rubros del Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a Recursos de Revisión, Revocación, Recursación y Denuncias interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal para modificar diversos rubros, entre los que se encuentran la denominación, la finalidad, la normatividad aplicable, el origen de los datos, estructura básica del Sistema de Datos Personales y la sesión de datos, o sea; es decir, los entes públicos a los cuales se podrían realizar sesiones.

Esto en virtud de que con la aprobación del reciente procedimiento se están impactando diversos rubros que fueron previamente publicados en Gaceta y que conforme a lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Protección de Datos Personales es de publicación obligatoria.

Por lo tanto, se somete a su consideración los siguientes puntos de acuerdo:

Punto primero. Se aprueban las modificaciones al Sistema de Datos Personales de los expedientes relativos a Recursos de Revisión, Revocación, Recursación y Denuncias interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, así como modificaciones y adiciones a su contenido, de acuerdo a lo indicado en los considerandos 19 y 20 para quedar conforme al documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Punto segundo. Se instruye al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar la modificación del sistema en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y de forma íntegra en el portal de internet de este Instituto.

Punto tercero. Se instruye a la Dirección Jurídica, en este caso a la Directora Jurídica y Desarrollo Normativo, para que realice las adecuaciones necesarias para su correcto registro en el Registro Electrónico de Sistemas de Datos Personales dentro de los diez días hábiles siguientes a la publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

Cuarto. Se instruye a la Dirección de Datos Personales para dar seguimiento al cumplimiento del presente acuerdo en su carácter de administrador del Registro Electrónico de Sistemas de Datos Personales y enlace en materia de datos personales de este Instituto.

Punto quinto. El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Bueno, si no hay ninguna observación, es algo ya también visto en reuniones de trabajo. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con este proyecto de acuerdo, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado David Mondragón.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mondragón, estamos en votaciones. Los que estén de acuerdo con este proyecto, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad las modificaciones al Sistema de Datos Personales expuestos por la Directora de Datos Personales.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día. Bueno, agradecer a la Directora su presencia en esta Sesión del Pleno, el siguiente punto del Orden del Día que consistente en la presentación del Informe del Ejercicio del Derecho al Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, correspondiente al Ejercicio Fiscal 2012 y el cual me voy a permitir exponer. 

Bueno, como ya es costumbre, nuestro Instituto en las sesiones de Pleno, siempre la Presidencia presenta un informe del ejercicio, digamos, un preliminar, que ya con el informe más preciso que dan todos los entes, que hace la Dirección de Evaluación y de Datos Personales, se precisa a los números finales, pero a la variación en los últimos cuatro años, entre la información que tiene INFOMEX y la que se recoge en los datos precisos, no es más allá del 1 por ciento. Lo que sí es que el área de evaluaciones personales recogen mucha mayor información que la que da el sistema, por ejemplo, los días de contestación, el número de funcionarios involucrados, los temas, etcétera, etcétera, ¿no?

Bueno, lo que nosotros vemos para el año 2012 y que bueno, también, tenemos que presentar nuestro informe el 15 de marzo a la Asamblea, es que en el 4° trimestre del 2011 fueron presentadas, obviamente como acumuladas a este 4° trimestre, 89 mil 610 solicitudes de acceso a la información. 

Mientras que en el periodo 2012 se presentaron 86 mil 320, ¿no? Estamos hablando de 290 solicitudes menos que tuvimos este año en relación al año pasado; lo cual, obviamente y si vemos los últimos años, 3 mil, perdón, 3 mil, perdón, sí, 3 mil 290. En ese sentido es hacer una tendencia a la estabilización del Ejercicio del Derecho a la Información Pública en el Distrito Federal que, digamos, está alrededor siempre del, digamos, el máximo 92 mil a 86 mil solicitudes, ¿no? Pero, hemos tenido ya una estabilización en los últimos tres años, ¿no? 

-Adelante-

Bueno, por lo que se refiere a las solicitudes Arco aquí, digamos, lo que encontramos es que al 4° trimestre o en el 2011 se presentaron 4 mil 288 solicitudes Arco.

Mientras que para el mismo periodo, o sea, para todo el año 2012 se realizaron 5 mil 235 solicitudes, lo que representó un crecimiento del 22.1 por ciento, ¿no?

A diferencia del derecho del acceso a la información que ya se ha estado estabilizando en los últimos años, los derechos Arco continúan con una dinámica que permite observar un constante incremento en su ejercicio, ¿no?

-Adelante-

Si vamos ya a la composición de la solicitud del total de las solicitudes para el 2012 de las acumuladas, lo que tenemos es que el promedio en el 4° trimestre o hasta el 4° trimestre es que el 5.8 de las solicitudes totales corresponden a las solicitudes Arco y esto, bueno ha venido creciendo en relación al año pasado el porcentaje, digamos, que se han presentado como el total de la solicitud de las solicitudes Arco, ¿no? Y esto, obviamente, pues a la dinámica que veíamos en el cuadro anterior, ¿no? Que tiene un crecimiento mensual, ¿sí? Del 2 por ciento lo que son las solicitudes Arco.

-Adelante-

Vamos a quiénes son los entes que más solicitudes tuvieron durante el año 2012 y encontramos que la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda fue la número 1 y esto principalmente relacionado con solicitudes que tienen que ver con usos de suelo, con licencias, etcétera, etcétera, sobre, digamos, este tipo de cuestiones que la llevaron a las 3 mil 145 solicitudes.

La Delegación Iztacalco, ¿sí? Con 3 mil 103 solicitudes, la Delegación Benito Juárez, la Contaduría Mayor de Hacienda, Secretaría de Transporte y Vialidad, etcétera, Procuraduría, Secretaría de Seguridad, etcétera, ¿no?

Y vemos un cambio, porque en los años pasados destacaba mucho a veces la Secretaría de Finanzas, que hoy no aparece ya en los top de los 15, ¿sí? Sino que, digamos, hay una sustitución, por ejemplo, como por la Secretaría de Desarrollo Urbano, la Procuraduría, bueno, se ha mantenido siempre, digamos, una, la propia Asamblea Legislativa que hacia el año pasado fue la segunda después de Finanzas, sí aparece, digamos, en el lugar 12 y bueno, encontramos ya, una, dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete delegaciones, digamos, casi la mitad de las delegaciones en el top de las 15, ¿no?

Algo que la gente antes no concebía mucho, pensaba que las solicitudes sólo eran al ejecutivo, a la Administración Pública Centralizada y ahora, digamos, se ha difundido bien el asunto de las delegaciones y como todos sabemos, pues es la instancia de gobierno más cercana a los ciudadanos, ¿no? En ese sentido, donde, pues, digamos, muchos de sus problemas o de su necesidad de información pueden ser resueltas ahí mismo, ¿no?

Entonces, lo que tenemos es que estas 15 top, o sea, los más solicitados, significan 33 mil 867 solicitudes, o sea, 15 entes, recordamos, tenemos alrededor de 120 entes, significan, bueno, incluidos los partidos políticos, 39.2 de las solicitudes, ¿no? Aquí es, digamos, el 40 por ciento del interés de los ciudadanos en el Distrito Federal en solicitudes de información, se concentró en 15 entes públicos, ¿no?

-Adelante-

Por lo que se refiere a solicitudes de cancelación o bueno, lo que es Arco, la Secretaría de Salud siempre ha estado en primer lugar, ahí no ha variado, digamos, esa situación y la Policía Auxiliar y Servicios de Salud Pública, el Instituto de Vivienda y Secretaría de Seguridad. Estos cinco siguen siendo, digamos, los que han sido siempre, digamos, a la mejor a veces cambia un poquito el orden, pero Salud y Policía Auxiliar siempre han estado en primero y segundo lugar y los otros cinco han estado dentro de los cinco, ¿no?

La Caja de la Previsión, etcétera, etcétera, ¿no? Nuestro propio Instituto, ¿sí? Está dentro, digamos, de éstas, la Delegación Iztacalco, nuevamente, digamos, Secretaría de Finanzas, por ejemplo, ya aparece ahora en las solicitudes Arco y Secretaría de Gobierno y Contraloría, ¿no?

Bueno, de estas solicitudes, suman estos 15, 3 mil 883 de las 5 mil, o sea, quiere decir en 15 entes públicos se concentran el 75 por ciento, bueno, dos terceras partes del interés de los ciudadanos por el derecho Arco y obviamente sobresale Salud, que es una tercera parte, digamos, de las solicitudes de derechos Arco, ¿no? Y bueno, ya si le sumamos la Policía Auxiliar, pues ya tenemos más del 45 por ciento, simplemente en esos dos entes, ¿no?

Lo cual está bien, pero pues también, digamos, hay que empezar a que la gente, ahora ahí también se concentra mucha información, ¿no? Digamos, de mucho interés, como pueden ser los expedientes médicos, etcétera, etcétera, ¿no? Que son las cosas más recurridas, pues para una segunda opinión o para varias cuestiones, ¿no?

Entonces, pasaríamos a la siguiente.

Lo que tenemos ahora sobre solicitudes de acceso 2010 y 2011 acumuladas, en poco, bueno, al 4° trimestre 2012 han sido realizadas un total de 91 mil 555 solicitudes, esto es sumadas las solicitudes de acceso con las solicitudes Arco, nos lleva, digamos, a este número de 91 mil 555 solicitudes. 

Con esta trayectoria lo que estamos esperando es que el próximo año y que es la proyección que hicimos para el POA, que entregamos a la Secretaría de Finanzas y a la Asamblea, que las solicitudes puedan llegar a ser 99 mil, principalmente el crecimiento, digamos, en esta tendencia lo dará los solicitudes Arco, dada la tendencia que traen de crecimiento, digamos, de 22 punto que fue la del año pasado, 2 punto mensual, ¿sí? Nos lleva a este tipo de cosas y las solicitudes de acceso a la información, digamos, estarán más o menos estabilizando nuevamente entre las 85 mil o 90 mil solicitudes, ¿no?

-Adelante-

Por lo que se refiere a los recursos de revisión, lo que tenemos es que al finalizar el año 2012, fueron interpuestos 2 mil 251 recursos, lo que representó una disminución del 3.6 por ciento respecto a los presentados, esto está bien, digamos, quiere decir que hubo menos recursos, menos quejas, pero recordemos que también hubo un poquito menos de solicitudes, ¿no?

Esto nos lleva al índice de recurrencia que el índice que se observó para el 2011 fue de 2.5 que es el mismo que estamos observando en el año 2012, ¿no? Y bueno, ahí tenemos la trayectoria de lo que fueron los recursos de revisión, tanto en el año 2011 como en el 2012, ¿no?

-Adelante-

Entonces, vamos a quién se recurre más, ¿no? Quiénes son aquellos entes que tienen más recursos de revisión y aquí tenemos desde el número absoluto de recursos y luego el índice de recurrencia, porque y vamos a ver cómo sí cambian en algunos casos, ¿no?

Por ejemplo, el que más recursos de revisión tuvo fue la Contaduría Mayor de Hacienda, con 227 recursos, es cierto que hubo una época muy recurrida, bueno, todavía lo estamos viendo en esta Sesión, digamos, y principalmente de alrededor de ocho o nueve solicitantes recurrentes, digamos, eso no hay problema, digamos, sea uno, sean 20, sean 1000, digamos, hay que satisfacer las necesidades de información en ese sentido, lo cual le llevó a un índice de, da que tuvo 2 mil 594 solicitudes, de 8.8, digamos, de índice de recurrencia.

Luego sigue Iztacalco con 156, 4.9, bueno, no voy a leer ahí todos los números, ustedes los tienen, pero por ejemplo, podríamos ver un caso en la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, tuvo 68 recursos, pero tuvo 708 solicitudes, lo cual le da un índice de recurrencia 9.6 que es mayor al de la propia Contaduría Mayor de Hacienda, que aunque tuvo más recursos al tener más solicitudes, digamos, este…

Bueno, lo que tenemos, es que en estos 15 entes tenemos concentrados 1209 recursos, lo cual significa que en 15 entes se nos concentran más de la mitad de todos los recursos de revisión que ingresan, ¿no? Digamos, a este Instituto, 53.7, ¿no? Y ellos, acumulan el 33 por ciento de las solicitudes, ¿sí?

O sea, no es proporcional y si el índice de recurrencia promedio de estos 15 es de 4 por ciento, mientras que el índice de recurrencia del Distrito Federal, como ya lo había dicho, es de 2.5 igualito al del año pasado.

-Adelante-

Luego tenemos, ahora sí, ordenados por índice de recurrencia, no por número de recursos y nos saltan como este Instituto para la Integración del Desarrollo de las Personas con Discapacidad, que tienen una recurrencia de 28.5, tuvo sólo 151 solicitudes y de esas 43 se le volvieron recursos de revisión y así, bueno, luego tenemos Instituto de Educación Superior, que si ustedes ven, no aparecían hasta arriba en la de con mayor número de recursos, pero sí, digamos, tienen altos índices de recurrencia.

Son entes nuevos o de reciente creación, eso no, tampoco justifica, pero quiere decir que tendremos nosotros que darle ahí una atención más focalizada a estos entes que son nuevos y que a veces son muy chicos, también ahí tenemos un problema que decían es que somos cuatro y me pides un Comité de Transparencia de seis y quieres que tenga un OIP y quieres que tenga uno de datos personales. Ahí tenemos, hemos planteado varias soluciones, yo creo que hay que insistir, ahora con la nueva administración puede ser que se centralicen en algún lugar o no sé, pero tenemos que encontrarle una solución a estas cuestiones.

Está el Fideicomiso de la Central de Abasto, que bueno, digamos, todos conocemos el asunto y aquí la recurrencia, porque traemos la discusión, que ya está planteada con la nueva administración de que, bueno, pues hay recursos porque ellos contestan que no son sujetos obligados, ¿sí? Pero a veces contestan eso y a veces sí contestan las solicitudes, entonces, yo ya no entiendo si eres o no eres, ¿no? En ese sentido, pero bueno, tuvieron 12 por ciento con 14 recursos de revisión, muchos de estos se han vuelto, o dos de ellos, amparo.

Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal trae 68, el Instituto del Deporte trae 21, pero 9 puntos de recurrencia, Contaduría Mayor de Hacienda, ya Contaduría que era la primera en el mayor número de recursos se vuelve la sexta. Lo cual no está bien y dado con un índice de recurrencia de 8.8, ¿no?

Bueno, aquí lo que tenemos es que estos 15 entes concentran 879 recursos, el 39 por ciento de los recursos, ¿sí? Concentran sólo el 14.6 de las solicitudes y tiene un índice de recurrencia promedio del 6.6 por ciento, ¿no? Mientras que el del Distrito Federal o del total de los entes es de 2.5

-Adelante-

Bueno, esto nos lleva a sacar nuestros índices de acceso a la información, con el total de las solicitudes, el total de los recursos donde se ordene entrega de la información, los que sobreseen, ¿sí? Y los índices de acceso a la información. Donde se ordena entregar la información están revocaciones, modificaciones, en ese sentido y obviamente omisiones, ¿sí?

Están los sobreseídos y están el índice de acceso que lo que hacemos es descontarles los que se confirman y tenemos que el índice de acceso es igual en el 2012, igual al que teníamos en el 2011 de 98.5

Tenemos un índice de no acceso a la información de 1.5, igual al del anterior, que es obviamente el complemento de Hacienda, el 98.5, es similar al que había en el 2006, ¿sí? Hubo un aumento después en el 2007 y después hubo un descenso y ahora haber.

Pero bueno, la variación tampoco es tanta, digamos, si quitamos ese 0.6 del 2009, pues bueno, tenemos una variación que va entre 1 a 1.7 en ese sentido, tampoco tenemos así que digamos es muy cíclico, ¿no? O sea, varía demasiado, aunque obviamente hay que insistir.

Otra cuestión que también debe estar clara y esto lo hemos platicado también mucho con la gente del IFAI y de otros órganos, es que las solicitudes van subiendo su grado de complejidad, en ese sentido y digamos, entonces, muchas que antes eran, digamos, se recurrían, hoy ya se contestan fácilmente, los sueldos, los currículum, etcétera, pero hay otro tipo de cuestiones que empiezan, digamos, las que son en versiones públicas o si, digamos, los estados que tiene un procedimiento llevado en términos administrativos, cuando concluye una serie de cuestiones que ya a veces, digamos, requieren de criterios mucho más complejos.

Termino dándoles un dado, el IFAI o la Federación tuvo para el año 2012 en solicitudes de información, porque ellos también tienen datos de información, 94 mil 724 solicitudes, nosotros tuvimos 86 mil 320 en acceso a la información. Lo cual, significa el 91.1 por ciento, o sea, el InfoDF recibe el 91.1 de solicitudes de información, donde hay una diferencia, hay que también acotarlo, aunque son diez años allá de Arco, obviamente no digo que son los diez años acumulados, sino que hay una experiencia más, es que ellos reciben 36 mil 430 solicitudes, digamos, Arco, en el 2012 nosotros recibimos, como los acabo de informar, 5 mil 325 que es el 14.4

Ahora, ellos de esas 36 mil, casi el 70 u 80 por ciento están también en el Sector Salud, ¿sí? Es el Seguro Social, ISSSTE, etcétera, digamos, tienen un fenómeno similar, más concentrado todavía que el nuestro en el Sector Salud y las otras son también en el ISSSTE cuestiones de salud y cuestiones que tienen que ver con la historia laboral y este tipo de cuestiones, pensiones, todo este tipo de cosas, ¿no? O documentación que te permita ir a reclamar, digamos, algún tipo de pensión.

Finalmente, si sumamos el total, ellos tuvieron 131 mil 154 solicitudes, contadas las de acceso y las Arco, nosotros tuvimos 91 mil 555, que seríamos el 69.8, pero cabe destacar que en materia de acceso a la información casi estamos ya a la par, digamos, de lo que se está solicitando por todo el país, ¿sí? Para 240 y tantos entes públicos que tiene la Federación, ¿no?

Y hay que decirlo, nosotros el año pasado hicimos un pronóstico, ¿sí? Para el POA 2012, que en materia de solicitudes de acceso nos quedamos por arriba, habíamos calculado 112 mil 752, tuvimos 86 mil, digamos, pero en lo que se refiere a solicitudes Arco nosotros calculamos 5 mil 118, ustedes lo pueden ver en el POA, tuvimos 5 mil 235.

Lo que pasa es que cuando hay un crecimiento, digamos, que puede proyectarse, pues es mucho mejor, como cuando pasaba cuando proyectábamos las de acceso al principio, que había crecimientos importantes. Ahora, como se ha venido estabilizando el asunto de acceso, ahí sí, digamos, es más difícil y ustedes ya vieron por los problemas que se están haciendo, ya son más acotados en materia de acceso y en materia de Arco, digamos, también, bueno, no son  ahí tan acotados.

O sea, lo que estamos pensando en que en acceso seguiremos con una tendencia muy similar, digamos, de las 90 y tantas mil solicitudes y en Arco sí seguiremos creciendo, digamos, como lo venimos haciendo casi a un 22, 25 por ciento de forma anual, ¿no?

Fenómeno que sucedió también a nivel federal, ¿eh? O sea, también se fueron, digamos, creciendo las Arco y las de ellos, en materia de acceso no se han estabilizado, se han caído un poquito, ¿eh? En materia de acceso a la información, ese fenómeno puede suceder, a la mejor en algún momento con nosotros, cuando, pues el POA, perdón, la Ventana Única que es el, o los portales, etcétera, etcétera, o los portales ciudadanos que ha desarrollado también un poco, pues empiecen a cubrir esas necesidades de Información, ¿no? En materia de acceso.

Sería el informe, señores comisionados está a su consideración.

Intervención: (Fuera de micrófono) Los datos del IFAI considera la estructura de nosotros.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, no, no, sólo el ejecutivo, por eso son los 240, cuando nosotros tenemos un problema, hemos hecho eso, porque la Suprema Corte de Justicia trae alrededor de unas 120 mil solicitudes cada año y entonces, pero cómo 120 mil solicitudes, llega una persona y dice, yo quiero el expediente tal, solicitud de información, en ese sentido.

Ahora, con la reforma constitucional no tendremos problema, porque tendrán que acotarse, digamos, a los lineamientos del órgano ya autónomo federal, que será competente con los otros también, ¿no?

Entonces, tenemos una estadística, pero si lo comparamos en número de sujetos obligados, nada más, 240 contra 120, digamos, tal, tal y que ahí pueden hacer solicitudes, pues 100 millones de personas o 100 y tantos millones, bueno, aquí también, pero bueno la Secretaría de Finanzas no tiene nada que ver con una persona que vive en Hidalgo, la Secretaría de Hacienda sí tiene que ver algo con alguien que vive en Hidalgo, ¿no? El Seguro Social igual, etcétera, etcétera, ¿no? Bueno, es simplemente, ¿no?

No sé si haya algún comentario. De no ser el caso, se daría por presentado este informe, señores comisionados.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante nuestro Instituto, tanto en materia de solicitud a datos personales, como en materia de acceso a la información pública, de conformidad con los criterios establecidos por este Pleno, procederemos primero a la exposición de los recursos en materia de datos personales que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Iniciaríamos con el Recurso de Datos Personales 0104, si nos hace favor y damos, bueno la bienvenida a la Directora Diana Hernández, Directora Jurídica de este Instituto.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente público, Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. El expediente es el RR.SDP.0104 de 2012.

Se requirió copia certificada de un oficio del 25 de marzo del 2012, suscrito por el Director de Remuneraciones, Prestaciones y Relaciones Laborales dirigido al particular.

El ente público respondió que después de realizarse una búsqueda en los archivos de su Dirección de Remuneraciones, Prestaciones y Cumplimientos, no se encontró el oficio requerido, de conformidad con el acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación del 25 de marzo de 1988.

El recurrente se inconformó porque de la respuesta se podía determinar que el ente público declaró la inexistencia de la información o, en su caso, que se estaba en presencia de su destrucción, pérdida u ocultamiento. 

En este sentido, del análisis a la respuesta impugnada, se determinó que lejos de garantizar el derecho de acceso a los datos personales del particular, sólo se generó incertidumbre sobre el hecho que informó, ya que si bien, a la fecha de su gestión de la solicitud el ente recurrido no encontró la documentación de la cual se requirió su acceso, no menos cierto es que del contenido del acuerdo se hizo valer que no existe certeza de cuál fue la causa por la cual no encontró la documentación solicitada.

Es decir, si ella obedeció a que ésta ya no hubiera sido conservada en sus archivos por destrucción o hubiera operado alguna otra razón, por lo que no cumplió con el principio de legalidad. Asimismo, del estudio a la respuesta, también se advirtió que el ente público dejó de observar lo dispuesto por el Artículo 32, último párrafo de la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal al haber referido que no encontró en sus archivos de la Dirección de Remuneraciones, Prestaciones y Cumplimientos el documento a través del cual el particular había sido atendida su solicitud y al no haberlo hecho del conocimiento de esta forma resultó fundado el agravio.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Con el sentido del proyecto, solamente señalar, como bien dice el proyecto que el ente sólo invoca un acuerdo, que además lo hace de manera incorrecta, es un acuerdo presidencial de, dice el ente, del 88 cuando es de otra fecha y bueno, invoca este acuerdo que dice que el tiempo para guardar los documentos será de cinco años, pero no aclara si este documento en concreto que se le está pidiendo fue destruido o no o qué pasó con él, no lo sabemos.

Entonces, si lo destruyeron debe haber por lo menos un documento que así lo registre, porque no es cosa de echar a andar una maquinita y tan, tan, o lo echa uno al bote de basura, ¿no? Sino que hay una normatividad respecto a lo que se hace con esos documentos.

Entonces, creo que tendría que haber esta circunstancia, y bueno, falta el acta, precisamente circunstanciada, de que no localizaron el documento y que precise en qué sistemas de datos personales se hizo la búsqueda, el ente sólo buscó en la Dirección de Remuneraciones, Prestaciones y Cumplimientos, pero por lo que yo vi del proyecto, entonces no buscó en otros archivos.

Entonces, habría que incorporar que buscara en todos los archivos, en todos los sistemas de datos personales, no solamente en ese lugar, en los archivos todos por la temporalidad también, el tiempo en el cual data el documento, que es de 2002. Entonces, por esos plazos será conveniente que se haga la búsqueda, también en esas áreas, en ese archivo, ¿no? Para ver qué fue de ello.

También creo importante, aunque es de forma, pero es importante, porque si no se hace la corrección se va a comprender exactamente lo contrario de lo que se pretende en el proyecto, porque dice en un párrafo, el párrafo que inicia diciendo, evidenciada y cito textual, evidenciada las irregularidades y después viene entre paréntesis donde está el error, dice motivos por los que encontró la documentación, cierra paréntesis, aquí falta el no para que diga, motivos por los que no encontró la documentación y este error se repite más adelante en el inciso a) del punto 2, que también se hace la cita entre paréntesis, nada más hacer esa corrección para que quede muy clarito el tema.

Entonces, sería este mi comentario.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias Comisionado.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente un poco para precisar el asunto de la orden y considerando, precisamente lo que esto el Comisionado Alejandro Torres, la temporalidad del oficio de interés del solicitante, se considera que la búsqueda de éste no se debe de restringir sólo a la Dirección de Remuneraciones, Prestaciones y Cumplimientos adscrita a su Dirección de Recursos Humanos, sino se debe realizar la búsqueda en los archivos de las unidades administrativas que puedan contar con la misma, como puede ser la encargada del archivo de concentración o histórico de la Secretaría, por lo que sugiere precisar en ese sentido lo hace.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más señores comisionados?

De no ser el caso voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso de Datos Personales 0104, Secretaría de Seguridad Pública el sentido sea modificar, pero incorporar en la orden que se realice la búsqueda en todos los sistemas de datos y el Sistema de Datos de Archivos, ¿no? Que es el histórico, y también corregir el párrafo en el sentido de que no se encontró la información. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SDP.0104/2012 y en la orden se estará incluyendo realizar la búsqueda en los sistemas y archivos de las unidades administrativas, susceptibles de tener la documentación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados, pasaríamos ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Iniciaríamos con el Recurso 1846, Instituto de Ciencia y Tecnología, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Ciencia y Tecnología del Distrito Federal. El expediente RR.SIP.1846 de 2012.

Se requirió copia del pago con cheque, hecho con motivo del premio Annie Pardo Semo en 2008, nombre de los evaluadores de la edición 2008 de los premios otorgados por el Instituto, criterio usado para denominar a los diferentes premios que otorgaba y, en su caso, consentimiento de los notables para utilizar sus nombres en dichos premios.

En respuesta al punto 1 el ente obligado proporcionó copia del recibo, clasificó la información solicitada en el punto 2 como confidencial, sobre el punto 3 indicó que el criterio que usaba para denominar los premios otorgados era por el nombre de los programas de la Dirección de Educación, Ciencia y Tecnología que se realizaba premios para la socialización de la ciencia y anexó dos convocatorias de 2011 y 2012, porque establecían los criterios para otorgar los premios a que se refirió el particular.

Finalmente, señaló que los premios Heberto Castillo Martínez 2008 llevaron los nombres de mujeres y hombres con una destacada trayectoria en la educación, la ciencia y la tecnología y que fueron condecorados con la misma medalla.

El recurrente se agravió porque el ente obligado se negó a proporcionar la información requerida en el punto 2 y en respuesta al punto 3 indicó que denominaba a los premios por área de especialidad, pero habiendo tantos especialistas era imposible saber cuál era el criterio utilizado.

En ese sentido y en atención a que el recurrente no se inconformó con la manera en que el ente obligado atendió los puntos 1 y 3 en parte, quedaron fuera de la Litis.

Ahora bien, de la revisión a la respuesta se advirtió que el Instituto no siguió el procedimiento previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal para clasificar la información requerida en el punto 2.

Y del análisis realizado a la normatividad aplicable se concluyó que dicha información no era confidencial, pues de la decisión del jurado evaluador dependía la entrega del premio y en consecuencia la erogación de recursos públicos.

Finalmente, se concluyó que la respuesta impugnada atendió correctamente el numeral 3 de la solicitud, indicando cuáles eran los criterios que usaba para denominar a los premios que otorgaba.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se ordena al ente obligado proporcione la información requerida en el punto 2 de la solicitud.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

También de acuerdo en el sentido del proyecto, solamente quisiera hacer alguna sugerencia para fortalecer la argumentación de por qué no puede ser considerada como información confidencial el nombre de los integrantes del jurado, porque el Instituto tiene como normatividad, bueno parte de sus facultades el otorgar este tipo de reconocimientos, obviamente no lo hace el titular del Instituto ni su personal, sino designa o nombra o le pide ahí a una serie de personas que integren un jurado y sean ellos.

En fin, en todo caso, esto es una autoridad también, entonces, al ser un acto de autoridad; es decir, definir a quién se le va a dar un reconocimiento así, pues tiene que darse esa información.

Además, la consecuencia de este acto, del decidir a quién se le premia, implica o lleva como consecuencia, es dar un recurso, que también es un recurso público. Entonces, también por ese lado.

Pero además, hay una regla o una serie de requisitos que deben cumplir quienes integren este jurado o estos evaluadores, no es cualquier persona, deben cumplir el requisito a, b, c y d.

Entonces, cómo podemos verificar que, o cualquier ciudadano que efectivamente quienes integraron en su momento ese jurado, quienes evaluaron cumplieron con estos requisitos, no podría entonces hacerse la reserva de esta información porque no habría esa posibilidad de comprobar que se cumplió con esa normatividad.

Por todo esto es que creo que podrían incorporarse estos elementos al proyecto, que lo veo bastante bien y solamente y con posterioridad, -si me lo permiten- le haría llegar a la Secretaría Técnica algunas sugerencias para mejorar la redacción, cuestiones de forma, pero lo haría en otro momento, lo dejaría hasta ahí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más señores comisionados?

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, continúo un poquito con lo que mencionaba el Comisionado Alejandro Torres, pues sí, efectivamente creo que uno de los principales aspectos que debe de transparentarse, pues es precisamente la entrega de premios o reconocimientos de becas, de todo esto y es necesario saber quiénes integran el jurado, como aquí por ejemplo en el Instituto, en el caso de ensayos, en el caso de innovaciones, pues obviamente hay un acuerdo, incluso del Pleno en donde se nombra a los miembros de las comisiones evaluadoras y después de ello, pues todo está sujeto al escrutinio público a través de la información, porque todo es público, las actas de instalación, de los jurados, el trabajo que desarrollan, las fichas de evaluación, los dictámenes correspondientes.

Entonces, yo creo que sí es necesario enfatizar ese aspecto en el proyecto para fundar bien y motivar por qué esa información no puede ser confidencial o no puede ser reservada, sino que es información pública que ayuda al escrutinio público de la toma de decisiones por parte de las autoridades.

Y aparte de ello, pues también estoy de acuerdo con el proyecto de resolución, pero; sin embargo, es necesario señalar que cuando una respuesta sea producto de un acuerdo del Comité de Transparencia, éste debe ser entregado por las oficinas de información pública del solicitante y no hasta el momento en que el ente obligado rinda el informe de ley correspondiente, ya que este acuerdo es el documento en el que se fundan y motivan las circunstancias por las que se decidió clasificar la información con la finalidad de brindar certeza jurídica al solicitando, ya que dicho acuerdo del Comité de Transparencia no fue del conocimiento del particular y es obligación de la OIP hacerlo del conocimiento del solicitante, toda vez que en la respuesta impugnada no se desprende elemento alguno que permita presumir que la clasificación haya sido sometida a consideración de su Comité de Transparencia como lo ordenan los artículos 50 y 61, fracción XI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

De no ser el caso, señores comisionados. Aquellos que estén de acuerdo que el Recurso 1846, Instituto de Ciencia y Tecnología el sentido sea modificar, incorporando las motivaciones expuestas por el Comisionado Alejandro Torres a fin de fortalecer el proyecto que son los nombres obviamente, por qué los nombres de los evaluadores es público. O sea, entrar al carácter de la información, ¿no?

Porque esto, obviamente permite verificar que cumple con los requisitos para poder ser evaluadores y que, obviamente pues los premios también son públicos, dado que son recursos públicos como tal los que se entregan y bueno, esto es, digamos, lo que yo incorporaría, aparte de aquellas observaciones de forma que hará llegar a la Secretaría Técnica. Los que estén de acuerdo que el sentido sea modificar, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1846/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1874.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco. Expediente RR.SIP.1874 de 2012.

Se requirieron los recibos de pago por concepto de renta de los espacios que ocupan las ligas de futbol soccer, futbol rápido y basquetbol en el Centro Social y Deportivo Coyuya del año 2011 a la fecha, así como el nombre de cada representante de las ligas a las cuales se rentaban los espacios y su antigüedad al rentar éstos.

El ente obligado proporcionó el nombre de los representantes de las ligas, la antigüedad en la renta de los espacios y señaló que le proporcionaría 138 copias simples en versión pública de los recibos de pago por concepto de renta de espacios que ocupaban las ligas de futbol, básquetbol en el Centro Social y Deportivo Coyuya.

El recurrente se manifestó agraviado, porque el ente señaló que le proporcionó la información consistente en 138 copias simples, cuando únicamente había una copia simple.

Ahora bien, considerando que durante la sustanciación del recurso de revisión, el ente obligado remitió al particular en medio electrónico y copia simple en versión pública de las documentales denominadas recibo de ingresos por aprovechamientos constantes en 138 fojas útiles, y por lo tanto, dicho acto cesó los efectos del acto impugnado al restituírsele al particular su derecho de acceso a la información inicialmente trasgredido, quedó sin efectos y cesó la inconformidad planteada actualizándose la causal de sobreseimiento prevista en el Artículo 122, fracción IV de la Ley de Procedimientos Administrativos del Distrito Federal de Aplicación Supletoria a la Ley de la materia.

El sentido del proyecto es sobreseer el recurso de revisión.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- En contra del sentido de la resolución, porque creo que no cumple con los requisitos para poder sobreseer el recurso.

Uno, no me gusta que estemos sobreseyendo recursos con una Ley Supletoria cuando tenemos una Ley de Transparencia y Acceso a la Información que marca los supuestos claros para el sobreseimiento. Se utiliza, obviamente esta ley cuando suple algo que nuestra ley no contempla, aquí quedan claros y son varios supuestos en los cuales se puede sobreseer.

Número 1, sé que no se cumple con ninguno de lo que está en esa ley y de eso utilizamos el procedimiento que está en, -ay, ahorita se me fue el nombre- en la Ley de Procedimiento Administrativo, en el Artículo 122, porque quedó cuando ya no está el acto impugnado, el acto impugnado sigue vigente, desde mi punto de vista. Uno, porque no se cumplen, nosotros tenemos que revisar el asunto desde la propia Ley de Transparencia.

Sí es cierto que entrega los 138 copias, no me cabe la menor duda en versión simple y ella nos dice, yo puedo decir muchas cosas en la vida y para la ley no así lo marca, que pasó por su Comité de Transparencia, lo acaba de decir perfectamente el Comisionado David Mondragón hace un ratito, obviamente y esto la ley así lo marca, pues si me van a pasar un documento, me lo van a dar en versión pública, cuando menos me deben dar el acuerdo del Comité de Transparencia, cosa que no sucedió, ni en la respuesta inicial, en la cual nada más se fue una, ni sucedió, digamos, a la hora de que le hizo llegar la respuesta ya en el recurso.

Es cierto que él manifiesta haberla recibido, pero nunca manifiesta una conformidad ni nada y el agravio es muy claro, el agravio habla de, dice, que el ente le informó que le proporcionaran la información, el cual consiste en 138 copias simples, lo cual es falso, ya que únicamente en el archivo electrónico hay una copia simple, ¿sí?

Por lo cual, el recurso de revisión para que se le entregue correctamente la misma y en la palabra correcta, tiene que decir que esas versiones públicas, han sido revisadas por un Comité de Transparencia y para saber yo que han sido revisadas por un Comité de Transparencia, pues cuando menos debo de tener el acuerdo del acta, cuestión que no sucede.

Por lo cual, la propuesta es modificar, simplemente para que le haga llegar el acuerdo, ¿sí? O el acta del Comité de Transparencia en la cual aprobó esas versiones públicas que a él ya le ha hecho llegar.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo plantearía lo siguiente:

Que además, o sea, cuando le dan la respuesta, le dan una sola, no las 138, ni siquiera tienen la oportunidad, ya no es nada más por la cuestión del acta del Comité de Transparencia, ni siquiera tiene la oportunidad de quejarse de la versión pública, porque pues no las tuvo.

O sea, me estás dando una hoja, me dices que me vas a dar 138, si me has dado las 138 y veo que vienen ahí testadas, entonces, a la mejor ahí vendría el seguimiento en el momento en el que, oiga, por qué me da unas hojas tachadas, ¿no? Como en algún momento alguien lo expresó, así de manera, pues muy simple, pero muy gráfica, ¿no? Por qué me das.

Y entonces, ya la Litis, pues ya es otra cosa, no es porque no le dieron la información, sino porque se la dieron así, o sea, por qué se la clasificaron y entonces ver si fue correcta o no la clasificación, pero bueno, entiendo esta parte.

Pero bueno, hay otra cosa, más adelante, cuando se dice que el 24 de octubre de 2012, mediante el oficio DGDS-1575 del 19 de octubre se le da una respuesta y ahí viene y se transcribe lo que responden, le llaman apartado de respuestas y en el octavo punto dice que a través de escrito de fecha 29 de noviembre de 2012 recibido en la Unidad de Correspondencia de este Instituto el mismo día, la parte recurrente desahogó la vista que se le dio con el informe de ley y respuesta complementaria rendidos por el ente obligado, manifestando que la información contenida en las 138 fojas no corresponde a lo señalado en la respuesta inicial, toda vez que aparecen más personas que están rentando los espacios de las canchas deportivas.

Y ahí es donde a mí me entra la duda de que, pues entonces en la respuesta, aun cuando haya sido una sola hoja y después ya las 138 que se las entregaron, pues no hay la misma información. Entonces, creo que sería conveniente que el ente aclare bien, ¿no? La respuesta, que se manifieste bien categóricamente sobre lo que le están preguntando y cuántas son las personas que están rentando, porque como dice aquí, una vez que se desahoga la vista, pues no coincide la respuesta inicial con la complementaria que le ponen a la vista.

Entonces, para que pudiera aclarar esa circunstancia, creo que también queda, es conveniente que no sea el sobreseimiento, sino más bien modificar.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Coincido con el argumento del Presidente de que yo creo que podemos utilizar la ley natural, o sea, la Ley de Transparencia para el asunto de los sobreseimientos y en este caso, me parece que el 84 V podría ser un artículo que quedaba perfectamente, que dice, cuando se quede sin materia el recurso, que no lo utilizamos mucho, no, digamos, el 84 V es como el patito feo de nuestra ley para los sobreseimientos.

Me parece que sí podría quedar éste, por dos cosas, por dos cosas, nada más, digamos, estando de acuerdo con el asunto de que hay que organizar el asunto del derecho al acceso a la información en un caso como esto, tal vez el asunto de la rendición de cuentas, sin duda, pero me parece dos cosas que habría que dimensionar.

Primero, que el asunto de la interpretación que se hace de la palabra correcto, me parece que no está implicado el asunto del acta del Comité, o sea, la palabra, cuando dice la información correcta tiene que ver con las 137 páginas que no se le dieron, o sea, que se le dé una en él, que es la información que solicita de primer origen.

Y me parece que lo que plantea un poco el Comisionado Alejandro Torres en este sentido es sobre si puede en algún momento quejarse sobre la información que le da, pues es un acto futuro del cual no tenemos, y distinto, del cual no tenemos certeza pero, digamos, en estricto sentido, me parece que como viene el asunto del proyecto, sé que tenemos un problema ahí, pero tenemos un problema de legalidad y el asunto de la legalidad es que, digamos, se entregó el asunto de la información, hay una complementaria y en ese sentido, me parece que está garantizado el asunto del derecho a la información.

Así yo veo el asunto del proyecto, yo se los quería compartir, porque me parece que la interpretación que hacemos de lo correcto, en términos de la información tiene que ver con la entrega de la misma y está entregada a la misma. Traemos, por supuesto una discusión sobre la calidad en la naturaleza de la información que se entrega en una complementaria, pero eso escapa, finalmente al control legal que tenemos por la propia restricción de la ley.

Entonces, yo lo miro así, se los pongo en la mesa simplemente, pues para ver cómo podemos resolver el asunto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Bueno, si no hay, seguiríamos una segunda vuelta. Entonces, antes…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Se pueden dar las dos opciones en el presente caso. Se puede dar el tema de sobreseimiento y se puede fundamentar y argumentar el tema del principio de buena fe, en el expediente a foja 50 y 54 se menciona que se elaboró, o sea, el acta y pasó por el Comité de Transparencia, ahí podría aplicarse el Artículo 5° de la Ley de Procedimiento Administrativo, sobre el principio de buena fe, dice: “El procedimiento administrativo que establece la presente ley se regirá por los principios de simplicidad, agilidad, información, precisión, legalidad, transparencia, imparcialidad y buena fe.”

El ente está manifestando que sí pasó por el Comité de Transparencia, efectivamente no está el acta, efectivamente no está el acta, pero si revisamos el expediente, se deja ver que sí pasó por el Comité de Transparencia hay una manifestación, hay un acto de autoridad donde se manifiesta que sí pasó por el Comité de Transparencia y nosotros tendríamos que atender ese principio, no es como en otras ocasiones donde, pues simplemente se dice una cosa y no hay nada, pero aquí sí hay una manifestación, hay un sustento, está firmado donde se manifiesta que sí pasó por el Comité de Transparencia.

Entonces, sí se puede aplicar, digamos, podría aplicar también la propuesta del Comisionado Oscar Guerra, pero también podría sustentarse conforme a este artículo y el Artículo 32, también de la Ley de Procedimiento Administrativo, dice: “La actuación administrativa de la autoridad y la de los interesados se sujetarán a los principios de buena fe.”

Entonces, si hay una manifestación por parte del ente y afirmando que sí pasó por el Comité de Transparencia, se pudiera argumentar con base en el Artículo 6° y el Artículo 32 de dicha Ley de Procedimiento Administrativo, 5° y 32, perdón.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo no niego el principio de buena fe y, digamos, ni es un asunto con el ente o que tal, el asunto es que hay un asunto de legalidad y de procedimiento, porque si no de no venir con la buena fe, pues entonces cada vez que nos diga, no, pues pasó por el Comité vamos a tener, no es asunto de no creerles, el asunto es que las resoluciones del Comité también pueden ser recurridas, yo agarro y digo, no, sabes qué, en el Comité de Transparencia, vamos a tachar los ingresos de este funcionario o tal, tal, ¿sí? O sea, porque utilicé mal el criterio.

O sea, se entrega el acta o el acuerdo para conocer los criterios y los motivos, uno, de cuando se reservó totalmente la información, porque es la prueba de daño, digamos, en ese sentido que está ahí, o cuando hay una versión pública porque el acuerdo es testar tales datos, dado que estos son datos confidenciales, etcétera, está bien, pero ese, digamos, es una elemento que debe ser entregado, y como lo decía muy bien el Comisionado Alejandro Torres, al no darse desde la primera respuesta, no anexarle el archivo del acuerdo, no son ya las 138, puedo entender que a la mejor hubo un error ahí, etcétera, está claro y simple, bueno, así si ha solicitado el acuerdo del Comité de Transparencia, la propia ley, el procedimiento así lo dicen, que le da el asunto de legalidad a la cuestión, porque si no cada vez que nos digan que sesionó el Comité de Transparencia vamos a aplicar el asunto, no es un asunto de buena fe, es un asunto de conocer si los criterios o las razones en las cuales ese Comité basó para testar estos datos, están apegadas a los principios de la ley o cuando para cuando se reserva una información.

Entonces, yo, digamos, insisto, creo que no se ha quedado en el 5° cuando no se ha quedado sin materia, porque falta un asunto muy importante, conocer los criterios por los del cual el Comité testó alguna de las informaciones, a la mejor lo hizo de forma adecuada, no lo niego, a la mejor lo más seguro, pero eso le da certeza, digamos, y legalidad al acto como, digamos, debe ser, en la ley siempre, digamos, se ha exigido la entrega de esos acuerdos de los comités de transparencia, que la propia ley los tiene y le dan certeza, digamos, al ciudadano, digamos, de cómo actuó apegado a derecho un Comité, ¿no? Nada más.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Estoy de acuerdo en la parte que efectivamente podemos invocar, ¿no? cuando así proceda el 84, fracción V, cuando quede sin materia el recurso y ya será el sobreseimiento, es efectivamente una fracción que rara vez se ha invocado en la cual se ha fundamentado alguna decisión para el sobreseimiento.

Nada más que en este caso en particular, en este recurso en particular, yo me quedo y quiero insistir respecto a esta duda que el propio, bueno, esta expresión clara que hace el propio recurrente, cuando dice que lo que le entregaron inicialmente ya no se corresponde con lo que entregan después en la complementaria, ¿no? Ya agregan más nombres de las personas que están rentando ahí lo de los campos o las canchas.

Entonces, ya no queda certeza y en algún otro momento se ha pedido, precisamente que el ente aclare esta situación, cuando en una respuesta complementaria, pues ya no hay, ya no es lo mismo. Entonces, bueno,  que diga bien exactamente para este caso, pues que diga bien exactamente quiénes son las personas que están rentando, la antigüedad, el nombre de la liga, en fin, toda esa información que se le pidió. O sea, que informe correctamente, como bien lo demandaba el solicitante, bueno ahora recurrente.

Entonces, por eso creo que sí es conveniente modificar para que el ente se pronuncie categóricamente bien, congruente, que conteste lo que se le está preguntando y aclare esa duda que surge, porque esta duda surge a partir de la vista que le dan al recurrente de lo que respondió el ente, en lo que fue el informe de ley, en fin, después cuando quiso defender su acto, ¿no?

Entonces, creo que debe aclararse muy bien, porque no me queda claro que ya se haya quedado conforme el recurrente con esto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- El desarrollo de criterios para los proyectos de resolución, creo que nos llevaría en el mediano plazo y eso yo creo que hay que acelerarlo, porque comentamos mucho aquí en el Pleno de la necesidad de ponernos de acuerdo sobre los criterios para resolver y después viene la siguiente Sesión y no nos reunimos, creo que sí es urgente que nos reunamos.

A mí se me hace difícil considerar la posición del Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava respecto de que se puede sobreseer o se puede modificar, tal vez pensaría yo que son más próximos, se puede modificar o se puede revocar, bueno, ahí sí muchas veces la frontera es muy sutil, ¿no? Pero que se pueda sobreseer o se pueda modificar me parece a mí un poco complicado, ¿no?

En todo caso, yo creo que debemos de cuidar la legalidad y este Instituto es el órgano garante de la transparencia, lo que implica que este órgano debe garantizar, no debe de procurar, ¿no? Debe garantizar…no debe de procurar, ¿no? Debe garantizar y, en este caso, ¿cuál es la resolución que asegura que garantiza? No que procura de buena fe y que lo deja abierto sino que cierra, digamos, la pinza para que este Instituto cumpla de una manera, pues más estricta, ¿no? Este tema.
Pues para mí el proyecto de resolución que cumple con estos requisitos, pues es precisamente modificar, ¿no? Le modificamos al ente porque además no hay certeza jurídica de que las páginas que entregó contengan toda la información, que requería, una, que estén correctamente testadas, no lo sabemos, ¿no?

No es lo mismo cuando en el informe de ley y las constancias que tenemos nos consta que la respuesta fue perfecta, ¿no? De acuerdo a lo solicitado por el recurrente, obviamente no está en la interpretación, simplemente interpretación, pero no es lo mismo, cuando sí nos consta que lo que se entregó está conforme a ley y todo, tal vez ahí en ese momento sí podemos decir, sí podemos sobreseer, ¿sí? Porque aunque no entregó el acta, ni al principio, ni en el informe de ley, el acta al Comité de Transparencia, pues vamos haciendo caso a la buena fe. Pero, ¿qué pasa también con la respuesta? Ahí no tenemos ninguna certeza jurídica de que esté respondiendo, por ello precisamente -insisto- estoy de acuerdo con la propuesta de que el  proyecto de resolución, sea modificar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Nada más para fijar dos cosas ahí, parece que están claras las posiciones, como dice el Comisionado Presidente y nada más para recordarles la inconformidad, es por la falta de entrega de las 138 copias restantes.

Las manifestaciones posteriores al recurso de revisión no pueden ampliar los agravios hechos con el recurrente y lo estamos haciendo en este caso; porque además el particular no se inconforma con la versión pública de la copia que se le otorga y en tal caso como no lo hace, no podemos analizar lo relativo al Comité de Transparencia.

Son, digamos, y hablando de un asunto de legalidad, pues son las cosas que finalmente este Pleno debe garantizar, el asunto del acceso a la información y en ese caso está, digamos, cumplido legalmente el asunto y yo lo que digo es, no podemos ir más allá porque la ley no nos lo permite, es tan sencillo el asunto, comparto con ustedes el argumento que tiene que ver con la parte de la equidad y la justicia, en términos de que lo que cerraría el mecanismo es precisamente verificar eso, pero no hay mecanismo legal que lo pueda fundar, por eso, les digo que reconsideren su posición y vayamos como se nos presenta el asunto en el proyecto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- O sea, sí podemos ir más allá porque la ley no nos exige, no nos dice, nos exige que las decisiones de los órganos sean apegadas a la ley y para eso se generó en la ley un comité; porque antes una persona unilateralmente podía clasificar o desclasificar una información o hacer versiones públicas y aquí hay un comité donde están varias áreas involucradas desde el propio titular y el Contralor, el área detenta la información, la oficina de información pública, etcétera, etcétera, que validan una clasificación o no, ya sea para versión pública o para reservar.

Entonces, y la ley así lo establece y nosotros tenemos que darle certeza al ciudadano que esa clasificación de información fue apegada a la ley y para eso el ciudadano tiene el acta o el acuerdo del comité con el cual en determinado momento si alguien testara un dato que sí es público, él puede recurrir y decir estuvo mal hecha la revisión, nosotros tenemos que entrar a analizar, obviamente en ese sentido, sí, obviamente, si el comité actuó bien o no actuó, o sea, bien me refiere apegado a lo que la ley dice que es información confidencial, que es información reservada, etcétera, etcétera, en ese sentido.

Entonces, no es que sólo se entrega la información, la información tiene que cumplir con determinadas características y requisitos, digamos, de la misma y que aquí, digamos, la válvula que se le puso, que no lo tenía antes la ley, bueno, no en la penúltima, no en la de las  primeras, lo tiene por ejemplo la propia Ley Federal, es la actuación de estos comités de transparencia que obviamente fundan y motivan las características de una determinada información.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, yo estoy de acuerdo, o sea, y no hay duda en el tema. Efectivamente, no existe la certeza jurídica, digamos, de que se haya hecho bien la clasificación, lo que sí creo y que sí se debe de tomar en cuenta conforme al principio de buena fe y lo voy a leer, es la declaración y manifestación que hace el ente, o sea, eso no lo podemos dejar avanzar así nada más porque hay una manifestación, sí pasa por el comité, no tenemos la certeza de que sí se hizo la clasificación adecuadamente, dice, respuesta: Se proporcionan 138 copias simples en versión pública para ser entregadas toda vez que fue deliberado y aprobado en el Comité de Transparencia, mismas que contienen la información solicitada de los recibos de pago por concepto de renta de espacios que ocupan las ligas de fútbol y básquetbol en el Centro Social y Deportivo Coyuya. O sea, y esa es la parte que le preocupaba al Comisionado Alejandro Torres, si hay una manifestación, hay una declaración.

Entonces, yo en un principio dije que había las dos opciones, sí aplica al principio de buena fe, hay un documento que lo sustenta y que no podemos dejar para efectos de garantizarle y darle certeza jurídica al recurrente, en este momento yo ya me inclinaría, digamos, las dos posiciones estaban validas, pero por la propuesta que hace que el Comisionado Oscar Guerra Ford, en vela de garantizar que esa clasificación del comité sea analizada, estudiada y que esté bien clasificada para que sea entregada la información al recurrente, o sea, me sumo en éste con base en esos argumentos, simplemente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Estaba un poquito complicado el asunto pero, yo lo que digo es que el problema es que la respuesta inicial fue solamente una hoja. Entonces, la persona no puede saber cómo venía la respuesta porque no la tuvo, no tuvo 138 hojas, tuvo una nada más, tampoco el acta. 

Entonces, es modificar para que se haga las cosas correctamente para efectos, de todos modos la información ya la tiene, por cierto, en la complementaria se le entregó, pero bueno, no se cumplieron las formalidades, no tuvo oportunidad de quejarse de que le dieron información testada, una versión pública cuando él hubiera querido seguramente la información completa, ¿no? No llego a ese momento, no pudo quejarse de eso porque no tuvo la información y después viene una complementaria que tampoco cubre y ya deja más dudas después por lo que manifiesta de que le agregaron más nombres de quiénes eran los que rentaban, ¿no?

Entonces, creo que sí corresponde pues modificar pero hasta ahí, nada más eso, ¿no? Para meternos a estudiar ya más allá y emplear agravios, no, no, no, solamente, estrictamente para que se cumpla la solicitud de información inicial, ¿no? Tal cual y con las formalidades del caso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez. A ver, perdón, perdón.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo a una cuarta vuelta, favor de manifestarlo.

Comisionado Luis Fernando Sánchez está usted en uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo insisto, o sea, no sabemos, sí paso por Comité de Transparencia, lo que no conocemos es el acta, eso es todo y al no conocer el acta, no tenemos la certeza jurídica por eso no se entró al estudio de fondo del recurso, no era parte de la Litis. Entonces, al no tener la certeza sobre el acta, pues no podríamos conocer sí estuvo bien o no clasificada dicha acta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, nada más un comentario, creo que también el resolver de esta manera nos va a permitir cuidar hacia futuro y hacia otros casos similares, porque si no podemos sentar un precedente para dejar, digamos, la puerta abierta para que en próximos recursos de revisión, pues todos los entes declaren que hay acta y no la presenten ni en forma al solicitante en cuanto le dan la respuesta ni mucho menos en su informe de ley.

Entonces, creo que es algo que debemos de cuidar, siempre debemos de pensar creo yo y creo que así lo hacemos pues, pero hay que enfatizarlo, siempre debemos de tener presente el hecho de que cada resolución que brindamos, que emitimos es un precedente para futuros casos y nuestra obligación es cerrar la llave, cerrar la puerta para que no se sigan sucediendo estas irregularidades o que falten a la forma o al adecuado procedimiento para atender el derecho de acceso a la información pública.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Para pedirle a este Pleno que antes de votarlo se especifiqué claramente cuál va a ser la instrucción.

Dónde lo vamos a agarrar para hacer esto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, voy a tratar yo de resumir las posiciones, sino me corrigen, tampoco quiero agenciarme y decir, por eso voy a tratar, o sea de, digamos.

O sea, hay una posición que va por modificar, lo que no queda claro o que hay que aclarar perfectamente es lo que se va a ordenar para esa modificación y está la otra propuesta de sobreseimiento simplemente haciéndola en base a la ley al 84, V, ¿no? Eso está sobre la Mesa.

La modificación es para que atienda la solicitud, digamos, en términos de:

Uno, darle certeza a la información porque le agrega una nueva información que ya no es consistente o agrega nueva información al asunto de quiénes son los que tienen derecho o han tenido, digamos contrataciones o se les, tienen renta, ahí hay una información, que hay que integrarlo, consistencia y certeza, ¿no? De cuál es.

Y la otra es para que a los expedientes, digamos, que ya le entregó, le entregue la, porque tenemos un acto de fe, la acta del Comité de Transparencia que respalda esta clasificación, punto.

Entonces, voy a someter a votación. Sí.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Una sugerencia nada más para efectos de engrose, sí se opta por la primera opción de modificar qué es que se atienda la solicitud en todos los términos iníciales, se tendría que agregar dentro del considerando cuarto un argumento que permitiera vincular que el no tener acceso al acta del Comité de Transparencia implicó que no conociera la información y que eso variara la respuesta a los siguientes puntos, porque el punto dos de la solicitud, no fue recurrida en el recurso. Entonces, ahí estamos ampliando esta parte, entonces, nada más incluir al menos un argumento para establecer que el hecho de no conocer el acta del comité, implicó que no tuviera elementos para poder agraviarse respecto al segundo punto para que pudiera tener un poco más de coherencia la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está bien. Entonces se agregaría y recordemos que primero es el asunto de la congruencia de dos respuestas ahí, digamos, que no son coherentes y el segundo es el asunto, que le dé certeza simplemente de las versiones públicas que le está entregando vía el acta al comité, cómo se hace, como la ley lo demanda, ¿no?

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo, voy a someter primero a votación el primer recurso como se acostumbra o como se, que es la de sobreseer, nada más que este sobreseimiento no iría como lo aprueba en el recurso sino iría en base al 84, fracción V por haber quedado sin materia. Los que estén de acuerdo, favor de levantar la mano. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar en los términos en que se expresó hace un momento, favor de levantar la mano. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Bueno, los términos de votación de este recurso RR.SIP.1874/2012 es el siguiente:

La propuesta de que el sentido sea sobreseer por la fracción V del Artículo 84; un voto, Comisionado Mucio Israel Hernández; la propuesta de que el sentido de la resolución debe de modificar la respuesta del ente, cuatro votos de los comisionados Oscar Guerra, Alejandro Torres, David Mondragón, Luis Fernando.

Se estaría haciendo los ajustes correspondientes en términos de los expuesto por la mayoría, el plazo para dar cumplimiento a esta resolución serían cinco días.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Cinco días, ya tiene el acta, sólo tiene que entregar.

Entonces, es lo que yo digo el acto de buena fe.

Bueno, pasaríamos al siguiente recurso señores comisionados que es el recurso 1873 Contaduría Mayor, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, el expediente RR.SIP.1873 de 2012.

Se requirió el detalle de los montos brutos y netos pagados por el ente obligado para las plazas de Subdirector de Auditoría y Director de Auditoría por el período comprendido del 1° de septiembre de 2007 al 15 de septiembre de 2012.

El ente obligado en respuesta remitió los tabuladores de mandos medios y superiores correspondientes a 2009 al 2012, así como lo relativo a las prestaciones otorgadas durante esos años, refirió que en 2007 y 2008 no hubo percepciones adicionales. Adicionalmente puso en consulta directa los tabuladores y prestaciones que de ésos años se habían dado, indicando lugar, fecha y hora en qué se llevaría a cabo e indicó el costo de las copias relativas a la información solicitada.

El recurrente se inconformó al manifestar que no se hizo entrega del monto pagado por las prestaciones señaladas en las respuestas, que la cuantificación de los vales de despensa para el año 2009, no coincidía con el desglose hecho por el ente obligado en diversas fojas, que no se entregaron las prestaciones detalladas de 2010, 2011 y 2012 y respecto de las prestaciones de 2007 y 2008 pusieron a disposición la información en previo pago de derechos; sin embargo, no señalaron en qué banco o número de cuenta se debería realizar el pago.

En ese sentido, del estudio llevado a cabo a las constancias del expediente, los agravios segundo y tercero, se determinaron como infundados debido a que contrario a lo señalado por el recurrente, el ente hizo entrega de la información solicitada del período requerido, el agravio cuarto fue parcialmente fundado debido a que no se señaló la cantidad a pagar por la información, se omitió señalar la institución bancaria en que se debía realizar el entero y tampoco se generó el recibo de pago.

Finalmente, el agravio primero resultó fundando, pues el ente obligado no comunicó las razones por las cuales no podía entregar con el nivel de desglose la información relativa a prestaciones otorgadas a las plazas referidas en la solicitud.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta del ente obligado.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Bueno, aquí el ente pone a la disposición de la persona cuatro fojas en consulta directa y bueno además da la opción también de pagarlas por no estar digitalizadas y ahí hay una incongruencia inclusive en el cobro porque le dice que será de dos pesos, así con número y después entre paréntesis escribe la cantidad en letra y dice un peso. Entonces, ahí, por foja, ¿no? Evidentemente, son dos pesos porque son 50 centavos, en aquel entonces, ¿no? Eran 50 centavos.

Entonces, y se ordena en el proyecto comunicar al particular cuánto debe pagar, que el ente le comunica al particular cuánto debe pagar por cuatro fojas con la información de 2007 y 2008 por las copias simples, refiriendo el lugar y el número de cuenta en que se debe realizar este pago, ¿no? Y al respecto, bueno, hay que señalar que la solicitud se hizo el 28 de septiembre y la respuesta fue el 12 de octubre de 2012, ¿sí? Y en ese momento, en octubre el costo, bueno todavía hasta diciembre obviamente era de 50 centavos, si le hubieran contestado correctamente podría haberlo hecho y pagado a dos pesos y bueno.

Ya hubo un momento, otro recurso también en el que comentábamos una situación más o menos similar, en la cual se dejaron a salvo los derechos de la persona respecto del cobro del monto y todo eso, yo creo que es conveniente que hagamos lo mismo en este caso, simplemente plantear que el ente sí le diga exactamente el monto que debe de pagar, por supuesto en dónde, el número de cuenta y dejar a salvo los derechos de la persona por aquello de la diferencia en las cantidades que pudiera presentarse, ¿no? De todos modos no quiero dejar escapar que solamente son cuatro fojas y que argumenta ahí una situación el ente de que, pues es mucho, un montón de solicitudes de información que tiene, en fin, total que es muy difícil y además no tiene el equipamiento, me parece increíble que no tenga los equipos para digitalizar para escanear cuatro hojas, pero bueno, ok, lo hacen. 

Al respecto, haré un pronunciamiento más adelante pero por lo pronto respecto a este recurso así y de igual forma como lo hice hace rato, en otro recurso de revisión, me pasaría posteriormente a la Secretaría Técnica alguna observación nada más, porque hay un párrafo en el que dice que es de forma, dice: Por otro lado, al analizar la normatividad, etcétera, etcétera y no la hizo saber al particular, debe decir, no la hizo saber el ente. Entonces, donde dice el particular, tiene que decir ente, nada más para identificar bien quién debe hacer qué.

Gracias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más señores comisionados?

Si no es el caso, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1873 Contaduría Mayor, él sea modificar pero que se ponga al costo que obviamente el costo vigentes en el 2012, en octubre del 2012 y dejar obviamente a salvo los derechos de la persona respecto a la diferencia en el pago.

Los que estén de acuerdo con estas correcciones que el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

Comisionado.

Estamos en votación.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- No, pero, una observación porque no puedo votar eso.

En el recurso pasado, similar, no pudimos precisar que fuera a ese costo, como lo acaba de mencionar el Comisionado Presidente, porque hay una ley y está el Código, ¿no? Entonces, no lo pusimos en esos términos, nada más precisas eso, que sea en los mismos términos en que lo pusimos la vez pasada, no recuerdo exactamente cuáles, pero me parece que eran adecuados para el efecto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, bueno. Se pondría igual que en el recurso, me acuerdo que era derechos humanos, yo sí recuerdo, el costo, digamos, previo pago de derechos.

Previo pago de derechos y obviamente dejará a salvo los derechos del ciudadano. Los que estén de acuerdo con eso de que el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1873.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso 1885.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1885 de 2012. 

Se solicitó copia de todos los documentos de trabajo y expediente completo que integraba la auditoría 1.11.2.1 capítulo 5 mil, bienes muebles e inmuebles, auditoría ASC/126/08.

En su respuesta el ente obligado señaló que lo solicitado era información reservada, para lo cual remitió el acuerdo de su Comité de Transparencia acreditando la prueba de daño.

El recurrente se inconformó porque no se entregó la información requerida y porque lo solicitado no era materia de reserva.

Las consideraciones del proyecto son: 

Que del estudio hecho a la normatividad aplicable este Instituto determinó infundado los agravios del recurrente, debido a que se constató que los documentos de trabajo representaban el instrumento a través del cual se dejó constancia de que se cumplieron los objetivos de auditoría y de que el trabajo se efectuó de conformidad con las normas de auditoría aplicadas por el ente recurrido, aunado al hecho de que existe la obligación de confidencialidad, quedando estrictamente prohibido mostrar los papeles de trabajo a personas no autorizadas a menos que se trate del personal que participará en el proceso de revisión de los informes finales de auditoría de los dictámenes técnicos.

El sentido del proyecto es confirmar la actuación del ente obligado por haberse encontrado ajustada a la normatividad en la materia.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración, tiene la palabra Comisionado Mucio Israel Hernández.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, sólo con el propósito de fortalecer el estudio del mismo, se sugiere que tanto los resultandos como en el considerando se incorporé de manera clara y precisa la información que clasificó el ente como reservada en la propuesta original, consistente en documentos de trabajo y el expediente solicitado.

En la página 10, primer párrafo del proyecto se dice, y cito de manera textual: El particular solicitó toda la información y documento relacionado con la auditoría ta, ta, en específico de los bienes muebles e inmuebles capítulo 5 mil; cierro la cita.

Sin embargo, de la lectura de la solicitud se advierte que el particular requirió copia de todos los documentos de trabajo y expediente completo que integran la auditoría citada, por lo que se debe corregir tal referencia.

Finalmente, a lo largo del proyecto se debe precisar que el análisis se atiende los contenidos de información referentes a los documentos de trabajo y expediente completo que integran la auditoría de interés del solicitante y no sólo restringirlo a los papeles o documentos de trabajo. 

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, una de forma, ya que estamos en esto.

En la página 30 en lo resolutivo dice: Resuelve primero y dice confirma la, determinó el ente obligado detallada en el resultando, debe ser considerando, ¿no?

Entonces, ¿alguien más?

De no ser el caso, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1885 Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa el sentido sea confirmar pero resultandos y considerandos se incorporé que la información solicitada que requirió el particular y revisar que se entregué la información de documentos y papeles de trabajo.

Los que estén de acuerdo con el sentido y con esas correcciones sea confirmar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1885/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Perdón, pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1891 de 2012.

El particular requirió el nombre de la empresa, afore u otro con el que tuviera contratado el Seguro de Separación Individualizado, así como la normatividad aplicable y en qué momento podía retirarlos el trabajador.

El ente obligado informó que el seguro de separación individualizado la tenía contratado con la empresa MetLife México S. A. de C. V. y señaló cuál era la normatividad aplicable, así como el momento en que podía ser retirado dicho seguro.

El recurrente se inconformó al señalar que el ente obligado no proporcionó la normatividad que mencionó en el oficio de respuesta; sin embargo, considerando que durante la substanciación del recurso de revisión el ente obligado notificó al recurrente una respuesta complementaria a través de la cual puso a disposición la Ley de Adquisiciones para el  Distrito Federal y el Manual de Procedimientos para Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, normatividad señalada en el oficio de respuesta inicial, quedaron satisfechos los requisitos exigidos por el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración comisionados.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución.

El presente asunto se nos presenta para sobreseer en razón de que mediante una respuesta complementaria, el ente recurrido notificó por estrados al solicitante su disposición de entregar materialmente la normatividad que omitió en su respuesta primigenia y dicha notificación se dice en el proyecto, la hizo el ente a través de sus estrados, según aparece en el cuarto párrafo del oficio que fue fijado en los estrados por el propio ente y que se transcribe en el proyecto, lo que aparentemente contraviene lo dispuesto en el sexto párrafo del Artículo 47 de la ley de la materia, el cual ordena que en el caso de que el solicitante no señale domicilio o algún medio de los autorizados por esta ley para oír y recibir notificaciones, la prevención se notificará por lista que se fije en los estrados de la oficina de información pública del ente obligado que corresponda.

O sea, ya habla la ley específicamente de estrados de la OIP del ente, que no pueden entenderse qué son los estrados del ente público, la ley lo manifiesta así, lo específica así y yo creo que es donde hay que aclarar.

Y luego de revisar el expediente, advertimos que dicho oficio a foja 97, contiene la notificación por estrados fue hecha precisamente y correctamente en los estrados de la oficina de información pública del ente recurrido, tal como se advierte en la lectura de su primer párrafo, por lo que se sugiere agregar ese primer párrafo en el proyecto para dejar en claro que la notificación se hizo precisamente en los estrados de la oficina de información pública del ente obligado y no en otros diversos, dándose cumplimiento exacto al párrafo sexto del Artículo 47 de la ley de la materia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Nada más un comentario, aquí, precisamente es uno de los casos de los que yo mencionaba en el recurso anterior, ante anterior y aquí sí tenemos certeza, digamos, que quedó satisfecho, ¿no? La solicitud del requirente porque tiene la normatividad que se le había pedido, la normatividad que se señaló y ahí no hay ninguna duda al respecto, por eso creo que perfectamente es un ejemplo en donde podemos sobreseer a diferencia del que menciono, al que me refiero que es dónde no sabemos si el Comité de Transparencia actuó bien, no sabemos está el acta y no sabemos si la clasificación que hizo y tampoco sabemos si la información que le entregó es la que él requería, está completa o está incompleta.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1891 Contaduría Mayor de Hacienda sea sobreseer por entrega de la información, pero hay que agregar al párrafo del oficio en que se señala dónde fue realizada la notificación que es en los estrados de la OIP, tal como lo marca la propia ley.

Los que estén de acuerdo con que así sea de sobreseer, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1891/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1879.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- el ente obligado es la Red de Transportes de Pasajeros, expediente RR.SIP.1879 de 2012.

Respecto de diversos cargos desde el año 2000, se solicitó la remuneración mensual, bruta y neta por nombre, número y puesto; documentos en los que cada uno registró días laborados, el tiempo de su jornada ordinaria y extraordinaria organizada por nombre, número y puesto; documentos en los que cada trabajador registró el tiempo de alimentos o reposo durante la jornada de trabajo organizado por nombre, número y puesto; documentos en los que se registró el control de tiempo de llegada y salida de los autobuses en ruta; documentos con los que se había controlado el reporte al pago de salario de trabajadores con la periodicidad de pago, percepciones o prestaciones por cada concepto organizado de igual forma, por nombre, número y puesto.

Para el punto uno, el ente obligado proporcionó los registros de trabajadores desde el año 2000 con ingresos y deducciones. Respecto de los puntos dos, tres y cuatro negó el acceso a la información por considerarla de naturaleza restringida. En cuanto al punto cinco, proporcionó los controles de pago quincenales desde el año 2000 con ingresos y deducciones, el número de trabajador lo negó por considerarlo de naturaleza restringida, el recurrente se agravio con las negativas de acceso al poder dar éste en versiones públicas y que las clasificaciones no estaban debidamente fundadas y motivadas.

Las consideraciones del proyecto son:

Que del estudio de la naturaleza de la información, se concluyó que el número de trabajador es información pública respecto de las documentales descritas en los puntos uno, dos y tres y que el ente obligado podía dar acceso en versión pública a dichos documentales, resultando fundado los agravios en estudio.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado emita una nueva debidamente fundada y motivada en la que se proporcione el número de trabajador y se dé acceso a versión pública en los documentos solicitados en los numerales 2, 3 y 4. 

Asimismo, se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal por proporcional datos personales de los trabajadores.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, de los agravios de la recurrente no se advierte que haya manifestado inconformidad alguna respecto a la respecto a la respuesta brindada a los requerimientos identificados con los numerales 1 y 5, por lo que se sugiere que al momento de orientar la litis se incorpore la jurisprudencia y tesis aislada que llevan por rubro actos consentidos tácitamente y con sentido tácito del acto reclamado en amparo, elementos para presumirlo, respectivamente, a efecto de precisar dicha situación.

Por otra parte, se sugiere precisar la orden a efecto de que el ente obligado conceda al particular la consulta directa de los documentos que acrediten en el periodo comprendido entre 2000 y 2012, de cada trabajador de interés del particular; el registro de control de los días laborados, el tiempo de su jornada ordinaria y extraordinaria, así como el control de tiempo de alimentos o reposo dentro de la jornada de trabajo ordinaria; lo anterior tomando las medidas necesarias en el supuesto de que conste información de acceso restringido en su modalidad de confidencial o reservada, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 50 de la ley de la materia, y deberá indicar al recurrente lugar y día y horario en que podrá llevar a cabo dicha consulta de la información, programando al menos tres fechas ciertas para el caso de que el particular asista o no a las mismas, se levante un acta circunstanciada que dé cuenta de ello atento a lo dispuesto en el Artículo 52 del reglamento de la ley de la materia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo con el proyecto de resolución con las siguientes consideraciones.

Resulta fundamental señalar que los entes obligados deben cumplir con los requisitos establecidos en el Artículo 50 y 42, párrafo primero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, ya que el ente incumplió con los principios de legalidad y certeza jurídica a los cuales deben de atender los entes obligados al emitir actos relacionados con el ejercicio del derecho de acceso a la información de los particulares.

Asimismo, se sugiere precisar la orden, coincidiendo con el Comisionado Sánchez Nava, a efecto de que el ente obligado conceda al particular la consulta directa de los documentos que acrediten en el periodo comprendido entre 2000 y 2012, de cada trabajador del interés del particular, el registro de control de los días laborados, el tiempo de su jornada ordinaria y extraordinaria, así como el control de tiempo de alimentos o reposo dentro de la jornada de trabajo ordinaria.

Lo anterior tomando las medidas necesarias. Bueno, ya no lo repito, coincido con esta observación y adicionalmente una de forma, en la página 33 del proyecto de resolución existe un error de dedo, en el párrafo 4, “amiefestaciones” debe de decir “manifestación”.
En la misma página siguiente, párrafo, a la palabra “federa”, le falta la letra “l”, para que diga “federal”.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución y de acuerdo con todo lo que se ha dicho por los dos comisionados anteriores.

Simplemente, con relación al análisis que se realiza en la página 32 y 33, referente a que este Instituto no reconoció la validez de la clasificación en la información, la cual fue realizada en cumplimiento de la resolución del recurso de revisión 1576 del 2012, es necesario robustecer el argumento el que refiere que este Instituto no se pronunció, no se había pronunciado respecto a la (…) de la respuesta por considerarla que ésta fue una omisión de respuesta, señalando los fundamento del por qué no se realizó dicho pronunciamiento.
Voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1879, Red de Transporte de Pasajeros del Distrito Federal el sentido sea modificar y dar vista por haber revelado datos personales, además de incorporar las jurisprudencias y tesis de los actos consentidos, precisar en la orden que permita la consulta directa sobre la información requerida del periodo solicitado, deberá indicar el calendario de visitas, levantar las actas correspondientes y en la página 33 corregir la ortografía y robustecer el argumento sobre la manifestación del Instituto sobre el tipo de información y por qué ésta se declaró omisión de respuesta y no se entró, digamos, al análisis de la misma.
Los que estén de acuerdo con estas observaciones el sentido sea modificar y dar vista, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1879/2012.

Pasaríamos al recurso 1880.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1880 de 2012.

El particular solicitó el historial laboral de una persona. El ente obligado señaló en su respuesta que la solicitud fue turnada a la Dirección General de Administración de Personal, unidad administrativa competente conforme al reglamento interior, quien informó que de la revisión efectuada a los archivos de la Dirección de Recursos Humanos, se desprendió que la persona referida en la solicitud no guardaba relación alguna con la Secretaría.

El recurrente se inconformó manifestando que se había solicitado el historial y no el estatus actual, además de que adquirió y requirió cualquier relación jurídica de 2009 a 2011.

Las consideraciones del proyecto son que el ente obligado se limitó a señalar que la revisión a los archivos de la Dirección de Recursos Humanos se Advirtió que la persona del interés del particular no guardaba relación alguna con la Secretaría, sin señalar claramente si contaba o no con un historial laboral de dicha persona, pues solicitó el historial laboral y no únicamente si en la actualidad tenía alguna relación con  dicha persona, por lo que la respuesta transgredió el principio de exhaustividad previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, así como el de certeza jurídica.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se ordena al ente obligado realice una búsqueda exhaustiva de la información, de contar con ella la proporcione, de lo contrario haga valer los motivos y fundamento a que haya lugar.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Simplemente es para dividir el análisis de los agravios y de acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo no con el análisis de la misma por los siguientes motivos.

En primera instancia no podemos tener como válida, la conclusión se da en la página 11, es referente que al particular en su agravio pretende incorporar hechos novedosos y que aun así no exime al ente de proporcionar la información solicitada ya que la respuesta fue incorrecta, toda vez que de estas manifestaciones es incongruente.

En ese sentido, en primera instancia es necesario dividir las manifestaciones del particular a efecto de separarlas en dos agravios y que quede de la siguiente forma:

Uno, Relacionado con que el particular le solicitó el historial de la presunta servidora pública y no el estatus actual de dicha persona, el cual debe de atenderse en el sentido de que el ente debe buscar en años anteriores y pronunciarse sobre el historial laboral, como lo señala el proyecto.

Y como segundo agravio lo relacionado a la entrega de la relación laboral jurídica que tuvo dicha persona en 2009, 10 y 11, el cual debe desvirtuarse como hecho novedoso. 

En ese sentido se divide el agravio y se mantiene congruente el análisis y la conclusión del proyecto. Porque no parece que estamos siendo incongruentes de que agregamos pero sí es válido y tal, tal. Es una parte que es válida y otra que no, en ese sentido.
Simplemente a lo mejor es asunto ahí de lógica jurídica, argumentación jurídica, y todavía no estoy tomando el curso que ya debería de tomar.

Entonces voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1880, el sentido sea modificar y simplemente dividir los agravios en aquellos que son válidos y aquellos que incorporan nuevos elementos, favor de levantar la mano.

Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1880.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1884.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contraloría General del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1884 de 2012.

De todos los asuntos que recibió el InfoDF, desde su creación a la fecha, por incumplimiento de las resoluciones se requirió por expediente, fecha y ente que incumplió las sanciones que recibieron los funcionarios con su nombre y cargo de cada ente o unidad de transparencia por la acción sancionadora de la Contaduría General o sus contralorías internas a la fecha.

Como respuesta el ente obligado generó el paso solicitud no presentada por no satisfacer la prevención y como consecuencia el acuse de no presentación de la solicitud. 

El recurrente se manifestó inconforme al señalar que se debía evaluar la actuación del ente obligado al desechar una solicitud cuyos principios y puntos eran materia de transparencia.

Las consideraciones del proyecto son que de la simple lectura del acuse de recibo de la solicitud se advierte en qué consiste el requerimiento del particular, por lo que no era necesario prevenirlo para que especificara a qué asunto se refiere, qué cita con el término de su creación, especificará qué unidad del Gobierno del Distrito Federal se refería, a qué tipo de resoluciones y a qué fecha.

Por lo tanto, el ente recurrido transgredió el derecho de acceso a la información pública del particular al formular una prevención que era innecesaria y resultó procedente ordenarle que atienda la solicitud conforme al procedimiento y plazos previstos por la ley de la materia y demás normatividad aplicable.

El sentido que se propone es revocar el acto impugnado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente para fortalecer el mismo, se sugiere que una vez que se determinó revocar el acto impugnado, que es consistente en la (…) prevención hecha por el ente, se incorpora en análisis el que se determine que la Contraloría General, a través de los órganos de control interna, está obligada a contar con la información solicitada considerada en el Artículo 94 de la Ley de Transparencia que prevé que los órganos de control interno entregarán un informe estadístico semestral de los procedimientos administrativos iniciados por el incumplimiento a la ley.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Oscar Guerra, está usted en uso de la palabra.

Coincido con lo que acaba de decir el Comisionado Mucio, y creo que es un asunto, que como lo decía el Comisionado Mondragón, no es un asunto de criterios, sino es un asunto de –también voy por revocar, no hay ningún problema-, de cómo deben de estar estructurados nuestros recursos, y esto tiene que ver con lo que hemos llamado si debemos entrar o no a la naturaleza de la información que solicita cuando hay una negativa información, una negativa, no, cuando no hay información. Cuando no hay respuesta, ya me quedó claro, está claro, ahí sí tenemos que ordenar, simplemente respuesta.
Aquí en el propio Pleno, en el Recurso 1881 sí lo hacemos, también entrega de información y dice: “No es tanto el anterior a efecto de organizar de manera efectiva el derecho de acceso a la información pública –lo cual yo coincido totalmente- del recurrente, no se (…) únicamente a dicha orden, sino que proceda a analizar la normatividad que rige el ente obligado con la finalidad de determinar si se encuentra posibilitado para dar atención al requerimiento del particular”. Contundente, digamos, en este mismo Pleno, eh, 1881. Yo creo que hay que hacerlo mismo, y aquí tenemos, digamos, todos los elemento para poderlo hacer aunque (…) porque bueno.
Yo hasta dije “esta solicitud no la hicimos nosotros porque esta información nosotros la pasamos para el informe, la estamos haciendo, ya nos dijeron que ya la tienen, en ese sentido, van a venir hoy en la tarde, nada más nos pidieron unos “deyes” a cambio, porque entró una nueva persona ahí.

Entonces, digamos, con lo que acaba de decir el Comisionado Mucio, es la misma observación, y creo que sí hay que afinar, digamos, no establecer un criterio, sino es de cómo se vería de estructura de los recursos, una cosa así.

A mí me queda claro que cuando haya omisión no vamos a entrar; lo que quiero saber, digamos, simplemente para creo, pero obviamente tendríamos que sacarlo por consenso o por unanimidad, que en el caso de cuando hay (…) sí debemos entrar un poco, digamos, al carácter o a la naturaleza de la información, pero nuestra orden sea más precisa, vuelvo a insistir, y nuestro cumplimiento sea mucho más fácil de darle seguimiento.
Si no hay más, señores comisionados voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1884, Contraloría General, el sentido sea revocar simplemente agregando un análisis de la información solicitada.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución 1884/2012. Se incorporan las observaciones de los comisionados ciudadanos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1887.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1887 de 2012.

Respecto del diputado Víctor Hugo Lobo Román, se solicitó saber si contaba con formación en educación superior, de ser así carrera cursada, institución educativa, periodo de estudios, generación de egreso, promedio y si contaba con título y cédula.

El ente obligado como respuesta señaló que la formación en educación superior del diputado era Ingeniería Mecánica Eléctrica de la UNAM y que contaba con cédula profesional.

El recurrente manifestó como agravio que el ente obligado omitió proporcionar el periodo de estudios, generación de egreso, promedio escolar, número y fecha de cédula profesional.

Las consideraciones del proyecto son que el ente recurrido en vía de respuesta complementaria satisfizo los requerimientos 4 y 5, y que los puntos 1, 2 y 3 de la solicitud quedaron como actos consentidos, mientras que el punto 7, relativo al número y fecha de la cédula profesional se trató como un acto novedoso no requerido en la solicitud original.

Al entrar al estudio del punto 6, el ente obligado no realizó pronunciamiento alguno, con lo que transgredió el principio de exhaustividad.

En consecuencia, es procedente ordenarle que atienda de manera fundada y motivada el requerimiento de información 5, para el caso de contar con el promedio escolar del diputado Víctor Hugo Lobo Román, deberá ser clasificado a través de su Comité de Transparencia, siguiendo el procedimiento establecido en el Artículo 50 de la ley de la materia por tratarse de un dato personal, y para el caso de no contar con dicho dato deberá de informar la circunstancia referida.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenarle al ente obligado que emita una nueva respuesta debidamente fundada y motivada en la cual atienda de manera categórica el numeral…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto. Simplemente se sugiere precisamente en esta última parte incorporar en la resolución el Artículo 38, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, el cual establece las hipótesis de confidencialidad de la información, considerando que el promedio escolar del citado diputado se determina que constituye un dato personal.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionad Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución.

En el considerando segundo, página 11, al primer párrafo hace falta agregar que el recurrente tampoco se inconformó con la primera parte del requerimiento identificado para efectos del presente recurso con el numeral siete, y que consistía en saber si cuenta con título, razón por la cual se le tiene que consintió tácitamente la respuesta dada al no agraviarse y dicha parte del requerimiento queda fuera de la litis en el medio de impugnación.

¿Alguien más, señores comisionados? Voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1887, Asamblea Legislativa, el sentido sea modificar incorporando el Artículo 38, fracción I, sobre la confidencialidad de la información, y agregar que no se informó con el numeral, por lo que, se inconformó con el numeral por lo que quedó fuera de la litis.

Todos aquellos que estén de acuerdo que con estas correcciones el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1887.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 2106.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto para Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal; expediente RR.SIP.2106 de 2012.

El particular requirió la documentación donde se pudiera apreciar la distribución de presupuesto asignado al INDEPEN y correspondiente al año 2012.

Por su parte, el ente obligado omitió dar respuesta dentro del término lega, por ello se inconformó el solicitante. Y en ese sentido, y considerando la información requerida encuadrada dentro de la fracción XXIV del Artículo 14 de la Ley de Transparencia, se consideró que la información solicitada era de oficio y que contaba con cinco días para dar respuesta.
Sin embargo, el ente obligado no exhibió medio de prueba alguno que acreditara que emitió respuesta correspondiente dentro del término legal previsto para tal efecto.

Ello es así, toda vez que con la intención que el legislador tuvo la intención de establecer esta causal de procedencia prevista en la fracción VIII del Artículo 77 de la ley de la materia y que era sancionar a aquellos entes obligados que habiendo transcurrido los límites temporales máximos previstos en la ley de la materia para atender las solicitudes de información, no hayan emitido la respuesta correspondiente, pues de permitir que se atiendan los requerimientos de información fuera de los términos legales, sería nugatorio el derecho de acceso a la información de los particulares, así como a los principios de certeza jurídica y celeridad previstos en el Artículo 2 del citado ordenamiento, por lo que es una conducta de la cual debe conocer el órgano de control correspondiente a efecto de vivir prácticas que atenten contra el derecho de acceso a la información de los ciudadanos o que pretendan dilatar el mismo al tratarse de información de naturaleza pública y que debe de ser accesible a cualquier persona en el menor tiempo posible.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que conceda al particular el acceso a la información en los términos del considerando cuarto de la resolución y se dé vista a la Contraloría General al acreditarse la omisión de respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A su consideración.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución, nada más para hacer dos precisiones.

Dentro del considerando cuarto, página 12, el segundo párrafo, se señala que el transcurso del plazo para emitir respuesta respecto de la presente solicitud de información transcurrió del 14 al 21 de noviembre del 2012, en términos de los dispuesto por los numerales 5 y 31 de los lineamientos para la gestión de las solicitudes de información pública y de datos personales a través del Sistema INFOMEX del Distrito Federal, cómputo que se considera incorrecto.

Lo anterior tomando en cuenta que la recepción de la solicitud de información que los ocupa ocurrió el 13 de noviembre del 2012 a las 22:11 horas, es decir, después de las 15 horas, de modo que debió tenerse por presentada al día hábil siguiente que fue el 14 de noviembre, comenzando a contarse el plazo para dar respuesta al día hábil siguiente a aquel en que se tuvo por legalmente presentada, esto es el día, del 15 al 22 de noviembre, dejando de contarse el día 19 por ser inhábil en términos del acuerdo 0122 SO 0902/2012 del Pleno de este Instituto, por lo que se sugiera hacer la corrección del cómputo.

Y una segunda observación, con el fin de robustecer la construcción argumentativa de la resolución, en el considerando cuarto se sugiere citar el numeral décimo noveno, fracción I del procedimiento para la recepción, substanciación, resolución y seguimiento de los recursos de revisión interpuesto ante este Instituto a efecto de fundamentar la causal de omisión de respuesta que se configura en el presente caso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No sé, ¿sí? Bueno, yo tengo una observación también.

Creo, porque ya nos ha pasado dos tres veces, en la omisión lo más importante, bueno, lo único que analizamos son el plazo, que se haya cumplido el plazo y otra cosa es que no ponemos nunca la hipótesis, digamos, en la que estamos basando la omisión. Tú puedes señalar el numeral décimo noveno del procedimiento de recepción y “sustanciación” y resolución y seguimiento de recursos de revisión interpuestos ante el Instituto la fracción en la que encuadra la omisión de respuesta fundar y motivar, digamos, en ese sentido.

Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 2106, Instituto de Integración para el Desarrollo de Personas con Discapacidad el sentido sea ordenar la respuesta y dar vista por la omisión de la misma y obviamente incorporar el numeral 19, fracción I del procedimiento de atención a recursos de revisión y precisar el cómputo –aunque esto es lo primero- revisar el cómputo del plazo para dar respuesta del 15 al 22 de noviembre.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de Resolución RR.SIP.2106/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, señores comisionados vamos a proceder a aquellos recursos de revisión en materia de acceso a la información que no han sido reservados por ningún o varios comisionados, bueno, por ningún comisionado, obviamente.

Pasaríamos, iniciaríamos con el Recurso 1843, si nos hace favor.

El ente obligado es la Delegación Gustavo A. Madero, expediente RR.SIP.1843 de 2012.

El particular requirió conocer si Gerardo González García labora para la Delegación Gustavo A. Madero y de ser así conocer el cargo que ocupa, área de adscripción, tipo de nómina, funciones que realiza, fecha de ingreso y sueldo mensual.

En respuesta el ente obligado señaló que no encontró registro alguno de la persona referida.

El recurrente se inconformó con la respuesta dada porque solicitó conocer si la persona de su interés trabajaba o trabajó en la Delegación, por lo que al no hacer referencia a tales circunstancias se transgredió su derecho de acceso a la información.

Ahora bien, considerando que durante la substanciación del recurso de revisión el ente obligado acreditó la emisión de una respuesta complementaria a través de la cual informó categóricamente que no elaboraba dicha persona en la delegación, aunado a que este Instituto no encontró elementos fehacientes que desvirtuaran dicha información y que se exhibió el oficio de respuesta y la respectiva constancia de notificación con la cual se dio vista al recurrente, se acreditaron los requisitos de la fracción IV del Artículo 84 de la ley de la materia.
El sentido que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es una cuestión de forma nada más, que si me permiten voy a turnar a la Secretaría Técnica con posterioridad, son cositas nada más de redacción, acentos, cosas así.

Y si no tienen inconveniente de una vez anunciaría, para no estar interrumpiendo en lo sucesivo, dado que ya no los vamos a discutir, nada más enunciaría cuáles son los recursos de los que de igual forma serían observación así de forma que pasaría después a la Secretaría Técnica, que además de este 1843 sería el 1853, también de la Delegación Gustavo A. Madero; el 1861 y su acumulado 1862 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; el 1871 del Tribunal de lo Contencioso  Administrativo del Distrito Federal y el 1863 de la Delegación Benito Juárez. Así para no estar interrumpiendo más la sesión en lo sucesivo, ¿no?

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, obviamente, si es forma un poco, pero se propone eliminar la página 14 y 15, la referencia de que el particular emitió un cuestionamiento novedoso o que no fueron solicitados en la solicitud, ya que esta referencia va en caminada a desvirtuar el agravio del particular y en consecuencia se estaría entrando a fondo del asunto, por lo que técnicamente no es posible analizarlo en el considerando segundo, ya que en éste solo se analiza la causal de sobreseimiento referente a la entrega de información mediante una respuesta complementaria.

Si no hay más. Entonces… Directora Jurídica o alguna… Ah, perdón.

Entonces, sometería a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1843, Delegación Gustavo A. Madero, el sentido sea sobreseer por la entrega de la información haciendo las correcciones de forma que ha hecho el Comisionado Alejandro Torres y para los demás recursos que también ya he mencionado y obviamente esta cuestión que acaba de mencionar de no entrar, digamos, ya al análisis del considerando segundo, dado que ahí solamente veríamos si se cumple o no el causal de sobreseimiento.
Los que estén de acuerdo favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1843/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1869.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztapalapa, expediente RR.SIP.1869 de 2012, respecto de ambulancia adquiridas desde el año 2004, se requirió copia del todas las facturas, el costo detallado del equipamiento, las propuestas económicas, los contratos, así como cualquier compra a la empresa AMESA.

Como respuesta se proporcionaron copia de las facturas y se informó que no se realizaron adquisiciones de la empresa AMESA. El recurrente se inconformó porque las facturas no estaban bien escaneadas y no entregó los costos detallados del equipamiento.

En ese sentido, y considerando que durante la sustanciación del recurso de revisión el ente obligado notificó una respuesta con la cual proporcionó en modalidad electrónica gratuita copia legible de los documentos solicitados; asimismo, señaló que no contaba con el costo detallado de su equipamiento, situación que se corrobora con el análisis de cada factura proporcionada, pues se advierte que el pago es un pago en una sola exhibición por ambulancia y equipada.

De igual forma, junto a la constancia de notificación presentada, este Instituto dio vista al particular actualizándose de los tres requisitos exigidos por el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

El sentido que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1869, Delegación Iztapalapa, el sentido sea sobreseer por entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.
C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1886 de 2012.

Se solicitó saber quién y por qué instrucciones de qué comisionados del InfoDF había estado generando múltiples prevenciones que carecían de sustento sólo para dilatar o desechar recursos de revisión y con ello fomentar la opacidad del Gobierno del Distrito Federal.

Como respuesta el ente obligado señaló que el particular no pretendió ejercer el derecho de acceso a la información si no obtener una respuesta a un cuestionamiento sobre las prevenciones en relación a recursos de revisión sustanciados en la Dirección Jurídica, lo cual no era información pública.

El recurrente se agravió al manifestar que el ente obligado no dio a conocer los nombres de los funcionarios públicos que estaban generando prevenciones injustificadas a los recursos de revisión ni los nombres de quienes instruían a hacerlo.

Ahora bien, en atención al análisis a los requerimientos planteados por el particular se pudo establecer que no constituyen solicitudes de acceso a la información, toda vez que las respuestas que recaen a las mismas podrían ser recurribles al recurso y no es el caso que se presenta, por ello resulta procedente sobreseer el recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82, fracción I y 84, fracción III de la ley de la materia, en relación con los diversos 76 y 77 del mismo ordenamiento legal.

El sentido que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo con el Recurso de Revisión, con el proyecto de sobreseer.

Sin embargo, no deja de preocupar sólo saber que hay inquietudes de particulares que realizan solicitudes de información al Instituto y que tienen la inquietud, que tienen la percepción de que se está previniendo injustificadamente. 

Creo que es una preocupación que ya se manifestó en un recurso de revisión anterior y que nosotros definimos que era una prevención injustificada, en ese momento.

Lo que quiero sugerir simplemente es que alguien de Jurídico se ponga en contacto con la Oficina de Información Pública, para que revisen las prevenciones que se han hecho y se vea que éstas están justificadas y están conforme al procedimiento y a la norma.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces si no hay más.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1886, Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, el sentido sea sobreseer por no ser una respuesta recaída en una solicitud de información.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1853.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Gustavo A. Madero, expediente RR.SIP.1853 de 2012.

De los trabajos realizados en las calles Aguamarina, Amatista, Jade y Diamante de la Unidad Habitacional INFONAVIT Esperanza, de la Delegación Gustavo A. Madero, en los meses julio a octubre de 2012, se requirió los trabajos realizados de limpieza, desyerbe de áreas y poda de árboles, el personal responsable, material utilizado y superficies atendidas.

El ente obligado respecto a la terminación de los trabajos de mantenimiento realizados en octubre de 2012, proporcionó l información; sin embargo, el recurrente se inconformó manifestando que la información entregada fue parcial, pues no se atendió lo requerido a los meses: julio, agosto y septiembre. Además de que no indicó la cantidad de basura y ramas levantadas.
Del contraste realizado entre la solicitud de información y el segundo agravio, se advirtió que el recurrente pretendió obtener información adicional a la requerida originalmente, por lo que resultó inoperante.

Por otro lado, vista a la respuesta del ente obligado se determinó que incumplió con el principio de exhaustividad previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, toda vez que fue omiso en pronunciarse sobre si en los meses de julio, agosto y septiembre se realizaron trabajos de limpieza de áreas verdes en las calles referidas en la solicitud, resultando fundado el agravio primero.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligada emita un pronunciamiento categórico en el que se informe respecto de los lugares de interés del particular de los meses de julio, agosto y septiembre de 2012, atendiendo a los puntos uno, dos, tres y cuatro; con el objeto de responder en su totalidad la solicitud de información.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ningún comentario.

Aquellos que estén de acuerdo con el 1853, Delegación Gustavo A. Madero, el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Con las observaciones del Comisionado Alejandro Torres, se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1853/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1861 y su acumulado 1862.
C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1861 y 1862 acumulados.

El particular requirió el documento donde constara que policías investigadores pusieron a disposición del Ministerio Público de la Coordinación Territorial GAM6 a presuntos delincuentes el 6 de enero de 2010, y el video de las oficinas de la Coordinación Territorial de la misma fecha.

Como respuesta la Procuraduría señaló que la indagatoria en la que se encontraron a los policías investigadores, así como a los probables responsables, fue consignada al juez penal correspondiente dependiente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, motivo por el que ya no se contaba con dichas documentales, orientando ante dicho ente obligado.
En relación al punto dos, indicó que no contaba con las imágenes requeridas y existía imposibilidad material para obtenerlas, ya que con cierta temporalidad el disco duro que almacena las imágenes guardadas se volvía sobrescribir.

El recurrente se inconformó señalando que lo solicitado en el punto uno debía constar en los archivos del ente recurrido y que era inadmisible que un documento gubernamental desapareciera o se permitiera su eliminación o destrucción. 
Del análisis a la respuesta impugnada se concluyó que el ente obligado fue omiso en turnar la solicitud de información con folio terminación 83 813, Subjefatura General de Policía de Investigación, que entre otras funciones tiene la de operar la base de datos para el control de investigaciones realizadas, registro de  detenciones, bienes recuperados, custodia de bienes y objetos.

Por otra parte, de la revisión a la contestación recaída a la solicitud de información con folio 84312, se concluyó que la fundamentación aducida por el ente recurrido para sustanciar la actuación no es aplicable al caso concreto.

Aunado a lo previsto se estimó que fue omiso al observar lo previsto en la Ley de Archivos para la eliminación de la información solicitada.

El sentido del proyecto es modificar las respuestas impugnadas y se ordena al ente obligado turne la solicitud de información a la Jefatura General de Policía de Investigación para que emita pronunciamiento al punto uno; asimismo, se le instruye para que invocando los debidos fundamentos y motivos se pronuncie sobre la imposibilidad de entregar lo solicitado en el punto dos para brindar certeza jurídica al particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1861 y su acumulado 1862, Procuraduría General, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1909.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztapalapa, expediente RR.SIP.1909 de 2012.

Se formularon tres requerimientos relacionados con las direcciones territoriales de la Delegación Iztapalapa.

En su respuesta el ente obligado informó que el documento oficial en el que se determinó la denominación de las direcciones territoriales era el dictamen 11/2012 del 1° de diciembre de 2011; el documento oficial por el que se determinó su circunscripción territorial era el acuerdo por el que se delegan las facultades que se indican y se delimitan las colonias del ámbito de competencia de las unidades administrativas y de apoyo técnico operativo de la Delegación Iztapalapa, denominadas direcciones territoriales del 28 de mayo de 2012.

El documento o fundamento legal que determinó las limitaciones de las colonias que comprendiera cada una de las direcciones territoriales no existía, ya que se trataba de una facultad interna.

El recurrente se inconformó manifestando que el ente obligado omitió pronunciarse respecto a las preguntas formuladas, así como que el acuerdo delegatorio del 28 de mayo de 2012 no era aplicable y la circunscripción territorial que en ella se estableció había dejado de ser válida actualmente.

Las consideraciones del proyecto son que en respuesta complementaria el ente recurrido atendió los requerimientos de información uno y dos, no así el tres.

Ahora bien, al entrar al estudio del fondo respecto del numeral tres, advirtió que con el acuerdo por el que se delegan facultades que se indican y se delimitan las colonias del ámbito de competencia, del 28 de mayo de 2012, se determinó la distribución de colonias que conformaban las direcciones territoriales; sin embargo, mediante diverso acuerdo del 10 de octubre de 2012 se derogó el del 28 de mayo del mismo año.

Por cuanto hace a las facultades delegadas y que correspondía al ente obligado a informar cuál es el documento oficial por virtud del cual se determinaron las colonias que comprenden cada una de las direcciones territoriales.
El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita un pronunciamiento categórico y congruente informando cuál es el documento oficial por virtud del cual se hayan delimitado las colonias que comprenden cada una de las ocho direcciones territoriales de su demarcación y realiza las precisiones a que haya lugar con el objeto de brindar certeza jurídica al particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Yo tengo una observación, obviamente estoy de acuerdo con el sentido de la resolución. Considerando que la instrucción se ordena al ente obligado que emita un pronunciamiento respecto de la información solicitada y haga las aclaraciones a que haya lugar a efecto de brindar certeza jurídica al particular, resulta necesario incluir en el considerando cuarto de la resolución un argumento en el que se advierta que la respuesta del ente recurrido no se apegó al principio de certeza jurídica, previsto en el Artículo 2 de la ley de la materia, al no efectuar las aclaraciones correspondientes respecto a la información proporcionada, lo anterior a efecto de sustentar la instrucción.

Si no hay más, entonces voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1909, Delegación Iztapalapa el sentido sea modificar y simplemente agregar esto que no se apegó al principio de certeza jurídica, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente Recurso 1871.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1871 de 2012.

El particular…

C. OSCAR GUERRA FORD.- 1871 contencioso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Perdón, Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal.

El particular solicitó el fundamento jurídico del por qué la Magistrada Presidente y los magistrados integrantes de la Junta de Gobierno decidieron bajar de nivel a oficiales jurisdiccionales a un nivel inferior de técnico en abogacía por no estar titulados en el fundamento legal y jurídico de donde se exigía este requisito para tales servidores públicos y si existía su entrada en vigor; asimismo, cuántos servidores públicos se habían visto afectados, el sueldo oficial jurisdiccional, el sueldo de técnico en abogacía con prestaciones y de quienes hayan tomado esta medida, así como saber si existía personal que careciera de título profesional y tuviera una remuneración superior al sueldo de oficial jurisdiccional, su nivel, denominación, así como funciones.

En su respuesta el ente obligado refirió el sueldo y prestaciones del oficial jurisdiccional y de técnico en abogacía, señalando la página de transparencia para verificar los mismos, sin hacer pronunciamiento respecto del resto de los contenidos de información.

El recurrente se inconformó ya que no se emitió respuesta respecto del fundamento jurídico del por qué la Magistrada Presidente y los magistrados integrantes de la Junta de Gobierno decidieron bajar de nivel, los oficiales jurisdiccionales a un nivel inferior de técnico en abogacía por no estar titulados, el fundamento jurídico para solicitar el requisito de titulación de licenciado en derecho a los oficiales jurisdiccionales y cuántos servidores públicos se habían visto afectados con tal medida.

Ahora bien, considerando que mediante respuesta complementaria el ente recurrido señaló el número de servidores públicos afectados por la disposición de ser titulares para ejercer como oficiales jurisdiccionales, motivo por el que parte de la solicitud se tuvo por atendida.

Al entrar al fondo del estudio se determinó que dentro, se determinó que como lo señaló el particular no respondieron los fundamentos para implementar la medida de cambio de nivel de los servidores públicos y el requisito legal para establecer el mismo, con lo que se trasgredió el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, que contiene los principios de congruencia y exhaustividad.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1871 Tribunal de lo Contencioso el sentido sea modificar, los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad y ya están incluidas las modificaciones que el Comisionado Alejandro Torres nos hará llegar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos el Recurso 1876.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Xochimilco, expediente RR.SIP.1876 de 2012.

Se plantearon cinco contenidos de información en relación al cumplimiento de una resolución emitida por la Procuraduría Ambiental y de Reordenamiento Territorial del Distrito Federal.

En su respuesta el ente obligado hizo entrega del proyecto integral de Amalasienaco, Toltenco.

El recurrente se inconformó con la atención dada a los numerales uno, incisos a), b), c) y d); dos, inciso a); tres, incisos a), b) y c); inciso a) del punto cuatro y sin formular agravio respecto de la documentación entregada para atender el punto cuatro, en parte consintiendo tácitamente la respuesta.

Las consideraciones del proyecto son que de la revisión uno a los contenidos de información se concluyó que el número tres, incisos  a), b) y c) y cinco, no eran susceptibles de responder por la vía del ejercicio de acceso a la información pública.

Por otro lado, se advirtió que el ente obligado no fue exhaustivo al responder la solicitud de información, ya que sólo entregó la información respecto de la primera parte del requerimiento cuatro, omitiendo hacer pronunciamiento respectivo respecto a los contenidos de información, vulnerando así el derecho de acceso a la información del particular, así como al principio de exhaustividad previsto en el Artículo 6° de la Ley de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada, conforme a lo determinado en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos  que estén de acuerdo que el 1876, Delegación Xochimilco, el sentido sea modificar, los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1888.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1888 de 2012. 
Se requirió copia de una averiguación previa relacionada con un menor determinado, la cual fue integrada en la agencia 57, adscrita  a la Fiscalía Central de Investigación para la Atención de Niñas, Niños y Adolescentes.

El ente obligado informó que el 8 de enero de 2010 su Fiscalía Central de Investigación para la Atención de Niñas, Niños y Adolescentes remitió la indagatoria solicitada al Juez de Justicia para Adolescentes, dependientes del Tribunal Superior de Justicia, toda vez que se ejerció acción de remisión del menor, orientando al particular para que presentara su requerimiento ante el citado Tribunal.
El recurrente se inconformó al señalar que el ente obligado debía contar en sus archivos con una copia de la averiguación previa señalando que ésta debía existir en el sistema de averiguaciones previas, SAP.

Las consideraciones del proyecto son que ninguno de los agravios del recurrente resultaron fundados, pues además de que la revisión de la normatividad aplicable al ente no se logró ubicar disposición alguna que hiciera inferir que el Ministerio Público estuviera obligado a conservar en el caso de la acción de remisión, ante los jueces especializados en justicia para adolescentes, copia alguna de las averiguaciones previas integradas con motivo de dicha acción y de la revisión del acuerdo por el que se establece la operación del sistema de averiguaciones previas para el registro de las auditorías y de las actuaciones que se llevan a cabo en las agencias del Ministerio Público, tampoco se advirtió que en el sistema de referencia debiera constar la información referida.
En este sentido, se concluyó que en términos de la ley de la materia fue correcto que el ente recurrido haya orientado al particular para que presentara su solicitud al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ya que además de haberle informado que el 8 de enero se remitió el desglose de la indagatoria de su interés al Juez de Justicia para Adolescentes, dependiente de dicho Tribunal, al rendir el informe de ley el ente exhibió copia simple de una documental de la cual se advirtió que su Unidad Investigadora Especializada de Justicia para Adolescentes remitió a la Dirección de Consignaciones copia certificadas y los originales de la averiguación previa del interés del particular a efecto de que ésta fuera remitida al Juzgado V en Proceso, Escrito de Justicia Especializada de Adolescentes, dependiente del Tribunal Superior de Justicia.
El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1888, Procuraduría General, el sentido sea confirmar en los términos expuestos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

Pasaríamos al Recurso 1890.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP. 1890 de 2012.

Se formularon 13 requerimientos relacionados con un servidor público adscrito al ente obligado; el ente obligado informó al particular que la información solicitada se encontraba disponible en su página de internet, con motivo de las obligaciones en materia de transparencia, y además remitió tres flojas útiles en las que constaba diversa información de interés del particular.

El recurrente se inconformó al estimar que la respuesta le causaba agravio, en virtud de que después de abrir la página a la cual lo remitieron, no encontró el currículum que solicitó, asegurando que la información de las páginas Web no estaba actualizada, además de que los currículums eran muy escuetos.

En este sentido, de la revisión y análisis realizado al agravio formulado en el recurso de revisión, se estableció claramente que el recurrente pretendió introducir un planteamiento novedoso generado con motivo de la respuesta proporcionada por el ente obligado, modificando así el alcance de los contenidos de información originalmente planteados, de manera que el argumento mencionado resulte inatendible e inoperante.
El sentido del proyecto es confirmar la respuesta emitida.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acurdo que el 1890, Procuraduría General, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1904.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente 1904 del 2012.

El particular solicitó todos los contratos y una factura por contrato de todos los bienes citados, de conformidad al documento adjunto, mismo que consta de requerimientos relacionados a cada uno de los bienes solicitados por el Secretariado, tres distintas facturas a manera de ejemplo de transparencia, una relación de contratos efectuados el 1° de junio al 31 de diciembre de 2011, por la Secretaría de Seguridad Pública y el catálogo único de bienes de subsidio a los municipios y, en su caso, a los estados cuando tengan a su cargo la función de seguridad pública o la ejerzan coordinadamente con los municipios, así como con el Gobierno del Distrito Federal para sus demarcaciones territoriales.

Por su parte, el ente obligado generó el paso “solicitud no presentada”, por no satisfacer la prevención y como consecuencia el acuse de no presentación de la solicitud.

El recurrente se inconformó señalando opacidad e incumplimiento a la Ley de Transparencia Federa y local, ya que requirió las facturas y contratos del documento adjunto y su solicitud fue desechada.

En ese sentido, después de tener a la vista el texto de la solicitud y el archivo adjunto, se estimó que la prevención para que el particular aclarara a qué Secretariado y Centro Nacional de Información se refería, cuáles fueron las dependencias que firmaron el convenio específico de adhesión, o de no contar con dicha información alguna otra característica que permitiera identificar el convenio de ese interés y cuándo hacía mención al grupo táctico a qué dependencia se refería, pues el documento adjunto no contiene simple y llanamente una relación de bienes respecto de los cuales habría que proporcionar respectivos contratos y factura.

No obstante, al desahogar la prevención el particular no declaró la solicitud, no aclaró su solicitud en forma alguna, estimándose que el ente recurrido actuó con apego al Artículo 47, párrafo quinto de la ley de la materia, al hacerle efectivo el apercibimiento que consiste en tener por no presentada la solicitud.

El sentido del proyecto es confirmar el acto emitido por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1904, Procuraduría General, el sentido sea confirmar en los términos expuestos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 1863.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.1863 de 2012.

El particular solicitó el oficio y justificación que emitió la Secretaría de Finanzas para autorizar a la Delegación Benito Juárez el presupuesto para iniciar los trabajos de obra del inmueble referido en el contrato DBJ-ADO-022 de 2012.
En su respuesta el ente obligado entregó el oficio con terminación 53 de 2012, del 2 de enero de 2012, emitido por la Secretaría de Finanzas, así como el documento que contenía el techo presupuestal del mismo año.

El recurrente se agravió al señalar que la información entregada era distinta a la solicitada.

Las consideraciones del proyecto son que una vez revisado el marco normativo que rige a la Secretaría de Finanzas, así como las declaraciones del contrato de obra pública número DBJ-ADO-022/ 2012, el ente obligado proporcionó el oficio con terminación 53/2012, del 2 de enero de 2012, mediante el cual se autorizó la inversión correspondiente a la delegación, y como consecuencia a la obra objeto de la solicitud de información, por que resultó infundado el agravio del recurrente.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1863, Delegación Benito Juárez, el sentido sea confirmar, los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Con las modificaciones que nos hará llegar el Comisionado Alejandro Torres, se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1863/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 1868.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El obligado la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.1868 de 2012.

Se solicitó la declaración patrimonial y nivel de estudios del Jefe Delegacional. 

Como respuesta el ente obligado informó que el nivel de estudios era licenciatura, y respuesta de la declaración patrimonial orientó a la Contraloría General del Distrito Federal, la autoridad competente para proporcionar la misma, proporcionando los datos de contacto de la oficina de información pública.

El recurrente se inconformó señalando que la respuesta era incompleta, pues no se le proporcionó prueba en la que constara que el dicho del ente obligado, requiriendo copia del título y de la cédula profesional, además de los datos precisos sobre la licenciatura y Universidad donde la cursó, así como de la declaración patrimonial requerida.
En ese sentido, una vez analizadas las atribuciones conferidas a la Delegación Iztacalco, se estableció que sobre la declaración patrimonial era procedente orientar al particular para que presentara su solicitud ante la Contraloría General, por ser ésta quien posea y administra la totalidad de la información.

En consecuencia, la inconformidad sobre dicho punto resultó infundada, ya que el ente obligado actuó conforme a lo dispuesto en la ley de la materia; y respecto al segundo agravio se advirtió que a través de éste el particular pretendió ampliar su solicitud de información siendo inoperante dicha inconformidad.
El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo tengo una observación de forma, no sé si alguien más, es el 1868, ¿no? Perdón.

Simplemente, bueno, de acuerdo con el sentido de la resolución, se propone notificar la jurisprudencia señalada en la página 17 y 18, referente a cuestionamientos novedosos ya que la misma refieren a la materia fiscal y, por otro lado, en el otro recurso en el 1846, traemos a colación otra jurisprudencia en el mismo sentido pero en materia de transparencia, la cual señala, ya está bueno, el registro 167, 607, novena época, tribunales colegiados, del 29 de marzo del 2009, página tal, tesis aislada. O sea, no estamos marcando, señalo la tesis correcta, simplemente, ¿no? Luego falla una copia y pega, a lo mejor una cosita.

Intervención: (Inaudible, fuera de micrófono)

C. OSCAR GUERRA FORD.- Tú ya estás en materia de transparencia lo que es materia fiscal, digamos, como que se encuadra más, según mi humilde opinión.

Entonces vamos a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1868, Delegación Iztacalco el sentido sea confirmar y simplemente citando esta tesis que es un poco más apegada al tema de transparencia, aunque la otra también, digamos, tiene que ver con el asunto.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

Pasaríamos al siguiente recurso, 1892.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1892 de 2012.

Se solicitó saber si existía parentesco entre los trabajadores del ente obligado de confianza, eventuales, honorarios, base y estructura. 

En respuesta el ente obligado informó que no se contaba con la información solicitada porque no existía la obligación legal para tener la información y, por lo tanto, no había una base de datos de la cual se pudiera responder.

El recurrente se inconformó al manifestar que la respuesta trasgredió su derecho constitucional de acceso a la información pública, toda vez que fue antijurídica y cumplió con los principios de certeza jurídica y de veracidad en razón de que no resulta creíble que el ente obligado no contara con la información solicitada, pues para otorgar las prestaciones de ley a los trabajadores debió requerirles el nombre de sus conyugues e hijos.

En ese sentido y una vez revisadas las atribuciones expresamente conferidas al ente recurrido, se advirtió que no genera, posee ni administra la información solicitada y, por lo tanto, no está obligado a proporcionarla, ya que de conformidad con lo establecido en el Artículo 6°, párrafo segundo, fracción I de la Constitución Federal y en los diversos tercero, 11, párrafo tercero y 26 de la ley de la materia, los entes de la administración pública del Distrito Federal solamente deben proporcionar la información que en el ámbito de sus atribuciones generen, posean o administren, no siendo procedente entregar la información que se encuentra fuera del ámbito de sus facultades y, por lo tanto, la respuesta impugnada fue válida y legal por lo que el agravio del recurrente es infundado.
El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada, de conformidad con lo determinado en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1892, Contaduría Mayor, el sentido sea confirmar.

Los que estén a favor, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 1883.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1883 de 2012.

Se requirieron todos los oficios girados a las áreas competentes del ente obligado para el cobro de las multas impuestas a Lucio Armando Arredondo, el informe del estado o documentos que reportan todas las multas que se recibieron de la Procuraduría Social del Distrito Federal en su historia hasta la fecha, con número de expediente, fecha de ingreso y estado que guardan para su cobro, incluyendo las prescritas e incobrables o baja y al Contralor del ente obligado las acciones, oficios generados para que se cobraran las multas y  no prescribieran.

El ente obligado determinó que debido a que el particular no desahogo en sus términos la prevención hecha, tuvo por no presentada la solicitud de información, motivo por el cual se inconformó el recurrente.

En ese sentido, del estudio llevado a cabo a las constancias del expediente, se determinó que la prevención formulada por el ente obligado se encontró ajustada al Artículo 47 de la Ley de Transparencia y Acceso a Información Pública del Distrito Federal; sin embargo, al no haberla desahogado el particular en sus términos, lo procedente fue tenerla por no interpuesta, lo anterior debido a que con su desahogo no se aclaró los términos de la solicitud.

El sentido del proyecto es confirmar la actuación del ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1883, la Secretaría de Finanzas sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente y último recurso, el 1881.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Tlalpan, expediente RR.SIP.1881 de 2012.

Se requirió información respecto a los motivos que existieron para colocar sellos de clausura en el domicilio ubicado en calle Carlos Darwin 95, Delegación Tlalpan, Colonia Lomas de Hidalgo; así como conocer qué trámite debía realizar para acceder al inmueble referido.

En su respuesta el ente obligado manifestó la imposibilidad para proporcionar la información, toda vez que la solicitud fue anónima y no podía corroborar la personalidad del solicitante.

El recurrente se inconformó porque no podía atender a sus requerimientos el ente obligado.

Las consideraciones del proyecto son que para ejercer el derecho de acceso a la información pública no puede condicionarse con requerimientos de acreditación de personalidad o interés jurídico.

Por otra parte, el ente obligado cuenta con facultades y atribuciones para realizar inspecciones y visitas en materia de construcciones, así como para imponer sanciones, lo que lo coloca en posibilidad de pronunciarse categóricamente respecto a los motivos que originaron la colocación de sellos de clausura en el domicilio de interés del particular.
Por otro lado, debe manifestarla de manera fundada y motivada qué trámite debe realizar para que un particular pueda ingresar a un inmueble con sellos de clausura.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Obviamente de acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente corregir la fecha de interposición del recurso de revisión, el correcto es 31 de octubre de 2012 y corregir la redacción del punto uno de la orden.

Si no hay más, señores comisionados, aquellos que estén de acuerdo que el sentido del Recurso 1881, Delegación Tlalpan, el sentido sea revocar haciendo estas correcciones, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Agradecemos la presencia de la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica de Desarrollo Normativo.

Y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en  el informe de los comisionados Luis Fernando Sánchez, Alejandro Torres y Mucio Hernández, que fueron a una comisión conjunta. No sé cómo darán el informe, si por partes o con algún representante.

El Comisionado Alejandro Torres, digamos, hará el informe de esta Comisión Internacional. 

Está en uso de la palabra, Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias,

Dado que lo construimos y aportamos información los tres decidimos presentar un solo texto para no ser tan reiterativos. Es el informe de Actividades de la asistencia de los suscritos, comisionados ciudadanos Mucio Israel Hernández Guerrero, Luis Fernando Sánchez Nava y el que suscribe, el de la voz, a la Trigésimo Cuarta Conferencia Internacional de Autoridades de Protección de Datos y Privacidad, celebrada en Punta del Este, Uruguay, del 22 al 26 de octubre de 2012.

Los que suscribimos asistimos a la Trigésimo Cuarta Conferencia Internacional de Autoridades de Protección de Datos y Privacidad, celebrada en Punta del Este, Uruguay, del 22 al 26 de octubre de 2012, misma que abordó como tema principal privacidad y tecnología en equilibrio y su organización estuvo a cargo de la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales de ese país.

Como es de su conocimiento, el InfoDF es miembro acreditado en la Conferencia Internacional de Autoridades de Protección de Datos y Privacidad, y es menester señalar que el IFAI cuenta con derecho a voz y voto y que nuestro Instituto, a pesar de que sólo cuenta con voz, comparte la representación de México ante dicho grupo internacional.

Cabe resaltar que la multicitada conferencia tuvo dos modalidades, una sesión abierta y una sesión cerrada. La sesión abierta, acudimos los tres comisionados y se llevó a cabo del 22 al 24 de octubre de 2012.

Los puntos torales de dicha modalidad fueron atendidos de conformidad a las actividades del programa que como anexo uno se integra en el presente informe.

El propósito fundamental del citado evento versó sobre el uso de la tecnología en informática como un medio que afecta a la detentación de los datos personales y la privacidad, esto tomando en consideración que hay dos tipos de personas que pueden ostentarla.
El primer caso se refiere a funcionarios públicos de una entidad gubernamental, mismos que por un precepto legal pueden ocupar dicha información a través de sus medios tecnológicos, ya sea como base de datos o documentos aislados que contengan información sensible y que es susceptible a que se haga uso inadecuado de ella.

El siguiente supuesto se refiere a personas civiles que han creado un método de difusión masiva que comúnmente es denominada “red social”, la información queda almacenada en servidores o en la llamada “nube”, y regularmente conlleva a la aceptación de un contrato civil mediante el cual el creador de dicha red social adquiere todos los derechos respecto a los datos contenidos, situación que pone en riesgo a los usuarios de dicho medio tecnológico, toda vez que puede contener información relativa a datos personales y por ende atenta contra su privacidad.

La finalidad de la conferencia versó específicamente en el cuidado que debe otorgárseles a los datos personales de los ciudadanos desde una perspectiva internacional, tratándose de cuidar primordialmente temas como la geolocalización, la Web misma, los dispositivos móviles, el márquetin, la biometría, la inteligencia artificial, la piratería, la privacidad, los derechos fundamentales y los avances normativos.
En la sesión cerrada que se llevó a cabo del 25 al 26 de octubre de 2012, asistió únicamente el Comisionado Alejandro Torres Rogelio. El contenido de esta exposición en esta modalidad debe permanecer en reserva, derivado de lo establecido en la normatividad de la conferencia y a la que se encuentran sujetos todos sus miembros.
No obstante, cabe destacar que en dicha sesión cerrada se abordaron diferentes aspectos relacionados con el tema del perfilamiento que realizan tanto el sector público como el privado, con el propósito de obtener información de las personas; esto constituye un fenómeno creciente al que hay que prestar atención a nivel mundial.

El décimo encuentro de la Red Iberoamericana de la Protección de Datos, también se realizó de manera simultánea a esta conferencia internacional y tuvo verificativo del 22, el 22 de octubre del 2012 en la misma ciudad, de hecho en la misma sede también, Punta del Este, y a la que asistió únicamente el que suscribe, Alejandro Torres Rogelio.

En dicho encuentro surgió una declaración que destaca la necesidad de fortalecer los mecanismos de cooperación internacional entre las autoridades garantes de estos derechos fundamentales.

El anexo uno, en realidad es anexo único, da cuenta precisamente de las actividades de los diferentes plenarios, el tema que tuvieron, como, por ejemplo, el plenario sobre datos personales, el impacto de las nuevas tendencias en la sociedad de la información y con él la siguiente argumentación, expectativas que puede ofrecer la sociedad de la información a las normas y prácticas relacionadas con la protección de datos personales.

Aquí el planteamiento que se hizo fue que había que preguntarse qué expectativas puede ofrecer la sociedad de la información a las normas y prácticas relacionadas con la protección de datos personales, conocer más a fondo los rasgos definitorios de la primeramente nombrada puede contribuir a mejorar las labores de regulación y control en el área y se hace una serie de cuestionamientos que estuvieron ahí en discusión, como el cuánto existe del limitante y perjudicial y cuánto de aperturista y saludable en esta básica relación. Son una serie de temas que se fueron desarrollando en estos días y sobre los cuales estamos dando cuenta con este anexo también.
Sería cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Es todo.

Señores comisionados, quieren ustedes agregar algún punto, alguna observación, algún comentario, alguna anécdota.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Se está elaborando para este año el tema de la normatividad, en Europa, sobre el tema de datos personales y la tendencia a proteger los datos que están circulando en las redes sociales, el problema es que la tecnología nos está rebasando y tenemos, la normatividad se va quedando rezagado y entonces ésa es la importancia y nosotros tenemos, nosotros aquí en México que tendemos a regalar los datos a informar, a dar mayor información de la que nos solicitan y tenemos que regularizar a futuro, en América Latina, viendo también la normatividad que se está desarrollando en Europa para la protección de los datos personales en las redes sociales, porque están ostentadas por diferentes países del mundo donde alguna información que a lo mejor estemos subiendo ahorita en la red pues ya está en Japón, en Estados Unidos, en otro lado del mundo.
Entonces, pues el cuidado de los datos personales que tenemos que tener todos los ciudadanos, ¿no? Y en eso nosotros como órgano garante tenemos que ir rápido para la protección de dichos datos que antes no se transmitían de manera tan rápida y esto derivado a los avances de la tecnología.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Pues nada más puntualizar que me parece que el asunto de la pertenencia del Instituto de nuestro Instituto a la red da autoridades de protección de datos es muy importante, sobre todo porque pues en estos encuentros todas las autoridades de protección de datos del mundo se reúnen, evidentemente hay un intercambio muy fuerte de información, de avances en términos de la legislación en este, como se presenta el informe, en este caso, digamos, la discusión, el núcleo central fue precisamente el equilibrio entre avances tecnológicos, tecnología y datos personales, que me parece que es un tema que por supuesto en el mundo rebasa con creces todo el asunto de la protección, como muy bien decía el Comisionado Luis Fernando, en Europa la enmienda 1808 se va a firmar, es decir, que es una normatividad que está por encima de las propias legislaciones locales de los estados nacionales de Europa en donde evidentemente, por ejemplo, uno de los derechos ahora que veíamos el informe que se va a dar pues es precisamente el derecho de oposición muy fuerte, se aboga precisamente porque todo el asunto de la privacidad, que no es lo mismo precisamente que la protección de datos, pero sí la privacidad sea resguardada y todo el ejercicio de derechos ARCO, digamos, en esta ocasión se iba a centrar en el asunto de oposición.
Habría que señalar que paralelamente, digamos, se desarrolló una Mesa con organizaciones no gubernamentales que dieron, digamos, el estado del arte de lo que está sucediendo particularmente en América Latina sobre la protección de datos personales y el diagnostico era espeluznante.

Guatemala hay poblaciones en donde no tienen luz pero existen cámaras en donde se videograba al asunto de la gente, los edificios públicos casi todos tienen videocámaras. Es una situación en donde alertaron, por supuesto, eso contrasta lo que pasa en Hong Kong o en las ciudades asiáticas en donde la transmisión de grandes volúmenes de datos personales, por supuesto, va aparejada con el gran comercio que tienen allá y su preocupación es cómo precisamente poder proteger precisamente la gran cantidad de datos personales que existen en esta trasmisión de comercio internacional.
Me parece que esta encomienda, digamos, que nosotros representamos al Instituto es muy importante, porque hay que decir también que pues la ciudad invierte, digamos, también en este asunto precisamente para que este Instituto pues tome las mejores medidas, esté a la vanguardia y permita precisamente pues que nosotros tomemos las medidas fundamentales; una de ellas, ya lo platicábamos en el asunto del POA, de 2013, el primer saque que hicimos, como bien sabemos todo mundo, esperando el reajuste, era precisamente desarrollar una campaña muy importante sobre el asunto de los datos personales porque, digamos, nadie tiene certeza de sus propios datos personales y, por supuesto, como muy bien lo decía el Comisionado Sánchez Nava, uno regala los datos personales cuando finalmente en los datos personales está la persona misma, y por eso me parece que es fundamental resguardar el derecho, porque lo que estamos protegiendo es a las personas.

Entonces, un poco decir que estas encomiendas tienen esa significación, esa utilidad, por supuesto, para el asunto de la ciudad y que vamos a fortalecer precisamente toda nuestra política de datos personales, no solamente a partir de esta encomienda, sino de toda la lógica y todo el complejo mundo, sobre todo, tecnológico que estamos viviendo.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias, Comisionado.

Pues sí, ojalá, digamos, siga y sigamos participando en estas cuestiones que pues obviamente nos permiten conocer las realidades de otros países y poder asumir las buenas prácticas y más ahora que estamos planteando una reforma a la ley en el Distrito Federal, con objeto de llevarla a la vanguardia, pues estas cuestiones son importantes. Algunas nos tocan por sector público, otras no, el sector privado, pero de todos modos es importante que podamos conocerlas porque algunas tienen paralelo, lo de las cámaras, las redes sociales; las redes sociales también se están dando en el propio sector público, en los portales, etcétera, etcétera.

Entonces, creo que ese tipo de comisiones son importantes y que pues reflejan y deben reflejarse en un mejor ejercicio de este derecho, de estos datos personales que pues son un bien, no se puede, están regalando, o sea, pero hay que concientizar a la gente de lo mismo, ¿no?

Si no hay más, señores comisionados, no habiendo otro asunto que tratar y siendo la una con 55 minutos del día 16 de enero del 2013, se da por terminada la Segunda Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su presencia, que tengan muy buenas tardes y muy buen provecho.
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